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Sentencia n.º 3/2026 dictada en los procedimientos de reintegro por alcance 

acumulados A70/2023 y A117/24. 

Ramo: Sector Público Local (Ayuntamiento de Chipiona). 

Provincia: Cádiz. 

En Madrid, a la fecha de la firma electrónica. 

Vistos por la Excma. Sra. doña María del Rosario García Álvarez, Consejera del 

Tribunal de Cuentas, los presentes autos seguidos ante este DEPARTAMENTO 

PRIMERO por los PROCEDIMIENTOS DE REINTEGRO POR ALCANCE A70/2023 y 

A117/24 pertenecientes al ramo de sector público local (Ayuntamiento de Chipiona), 

provincia de Cádiz, en los que el Ayuntamiento de Chipiona y el Ministerio Fiscal han 

ejercitado demanda de responsabilidad contable contra don A., representado y asistido 

por el letrado don Ricardo Fernández de Vera Ruiz.  

Ha pronunciado la siguiente: 

S E N T E N C I A 

ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO. - El procedimiento de reintegro por alcance A70/2023, dimanante de las 

diligencias preliminares 35/2022 y de las actuaciones previas 1041/2022, fue turnado al 

Departamento Primero de la Sección de Enjuiciamiento por diligencia de reparto de 24 

de mayo de 2023.  

SEGUNDO. - Por providencia de 3 de julio de 2023, se acordó anunciar mediante 

edictos los hechos supuestamente motivadores de responsabilidad contable y emplazar 

a los legitimados activa y pasivamente.  

TERCERO. - Mediante diligencia de ordenación de 21 de julio de 2023, se acordó tener 

por personados en el presente procedimiento al Ayuntamiento de Chipiona, al Ministerio 

Fiscal y a don A. y dar traslado de las actuaciones al Ayuntamiento de Chipiona para 

que, dentro del plazo de veinte días, dedujera la correspondiente demanda si a su 

derecho convenía.  
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CUARTO. - La representante procesal del Ayuntamiento de Chipiona presentó, con 

fecha 31 de julio de 2023, escrito de demanda en el que no especificaba la persona 

demandada ni concretaba con claridad y precisión la cantidad reclamada, lo cual motivó 

que, por medio de diligencia de ordenación de 19 de septiembre del mismo año, se 

concediese, a la entidad, un plazo de diez días para que, sobre la base de lo previsto 

en los artículos 399.1, 231 y 404.2.2) de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 

Civil (LEC),  subsanase los defectos de que adolecía el escrito presentado.  

QUINTO. - Con fecha 28 de septiembre de 2023, tuvo entrada, en el presente 

departamento, un escrito de la representante procesal del ayuntamiento en el que 

especificaba la persona demandada y el objeto del procedimiento. 

SEXTO. - Una vez subsanados los defectos de que adolecía la demanda, por medio de 

decreto de 10 de octubre de 2023 se acordó su admisión a trámite y su traslado al 

demandado y al Ministerio Fiscal para que, en el plazo de veinte días, este último 

formulase demanda, se adhiriese total o parcialmente a la demanda admitida o 

manifestase que no formulaba pretensión de responsabilidad contable en el presente 

procedimiento. 

SÉPTIMO. - El Ministerio Fiscal, con fecha 6 de noviembre de 2023, interpuso, 

asimismo, demanda de procedimiento de reintegro por alcance contra don A. 

OCTAVO. - Por medio de decreto de 29 de noviembre de 2023 se acordó admitir a 

trámite la demanda formulada por el Ministerio Fiscal, dar traslado del escrito al 

demandado, así como de la demanda formulada por el Ayuntamiento de Chipiona, 

concederle un plazo de veinte días para que pudiera contestarlas y oír, por término de 

cinco días, a las partes comparecidas acerca de la determinación de la cuantía del 

procedimiento.  

NOVENO. - Don A. presentó escrito de contestación a la demanda el 3 de enero de 

2024 a través de su representante procesal.  

DÉCIMO. - Mediante auto de 1 de marzo de 2024, se acordó estimar la cuantía del 

procedimiento en 127.338,16 euros, en concepto de principal, y que el proceso se 

tramitara conforme a las normas de la LEC previstas para el juicio declarativo ordinario.  
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UNDÉCIMO. - Mediante diligencia de ordenación de 5 de abril de 2024, se acordó 

admitir la contestación a la demanda y citar a las partes para su comparecencia a la 

audiencia previa, que fue fijada para el día 10 de mayo de 2024 a las 12:30 h. 

DUODÉCIMO. - La audiencia previa tuvo lugar en la fecha fijada, pero quedó 

suspendida el mismo día de su celebración, al observar que en la pretensión de la 

demanda del ayuntamiento se incluían otras reclamaciones por gastos que aún estaban 

siendo investigados en las actuaciones previas 119/2023 del procedimiento A117/24, en 

ese momento aún no concluidas. 

DECIMOTERCERO. – Una vez finalizadas aquéllas, con fecha 12 de noviembre de 2024 

se turnó a este departamento, el procedimiento A117/24 -dimanante de las actuaciones 

previas 119/23 y de las diligencias preliminares 76/23- y por medio de providencia de 

fecha 22 de noviembre de 2024 se acordó anunciar mediante edictos los hechos 

supuestamente motivadores de responsabilidad contable y emplazar a los legitimados 

activa y pasivamente. 

DECIMOCUARTO. - Por diligencia de ordenación de 8 de enero de 2025, se tuvo por 

personados al Ayuntamiento de Chipiona, al Ministerio Fiscal y a don A. y se acordó 

oírlos en relación con la acumulación del procedimiento A117/24 al A70/23. El 

ayuntamiento y el Ministerio Fiscal se pronunciaron a favor de la acumulación. El 

demandado don A. se pronunció en contra. 

DECIMOQUINTO.- Con fecha 11 de febrero de 2025 se dictó auto en el que se acordó 

acumular el procedimiento de reintegro A117/24 (actuaciones previas 119/2023) al 

procedimiento A70/23 (actuaciones previas 1041/22), suspender el curso de los autos 

del procedimiento A70/2023, hasta que el procedimiento A117/24 se encontrase en el 

mismo estado que el anterior y dar traslado del expediente para que el ayuntamiento 

pudiera formular demanda. 

DECIMOSEXTO. - Con fecha 18 de marzo de 2025, la representante procesal del 

Ayuntamiento de Chipiona interpuso demanda de procedimiento de reintegro por 

alcance contra don A. 

DECIMOSÉPTIMO. - Por medio de decreto de 9 de mayo de 2025 se acordó su admisión 

a trámite y su traslado a los demandados y al Ministerio Fiscal para que, en el plazo de 

veinte días, este formulase demanda, se adhiriese total o parcialmente a la demanda 
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admitida o manifestase que no formulaba pretensión de responsabilidad contable en el 

referido procedimiento. 

DECIMOCTAVO. - El Ministerio Fiscal, con fecha 20 de mayo de 2025, interpuso, 

asimismo, demanda de procedimiento de reintegro por alcance contra don A.  

DECIMONOVENO. - Por medio de decreto de 30 de mayo de 2025 se acordó admitir a 

trámite la demanda formulada por el Ministerio Fiscal, dar traslado del escrito al 

demandado, así como de la demanda formulada por el Ayuntamiento de Chipiona, 

concederle un plazo de veinte días para que pudiera contestarlas y oír, por término de 

cinco días, a las partes comparecidas acerca de la determinación de la cuantía del 

procedimiento.  

VIGÉSIMO. - Don A. presentó escrito de contestación a la demanda el 22 de junio de 

2025 a través de su representante procesal.  

VIGESIMOPRIMERO. - Mediante auto de 18 de septiembre de 2025, se acordó estimar 

la cuantía del procedimiento en 285.816,17 euros, en concepto de principal, y que el 

proceso se tramitara conforme a las normas de la LEC previstas para el juicio declarativo 

ordinario.  

VIGESIMOSEGUNDO. - Mediante diligencia de ordenación de 20 de octubre de 2025, 

se acordó admitir la contestación a la demanda y citar a las partes para su 

comparecencia a la audiencia previa, que fue fijada para el día 3 de diciembre de 2025. 

Por medio de diligencia de ordenación de 11 de noviembre de 2025 se acordó 

suspender la audiencia previa citada. Por diligencia de ordenación de 26 de noviembre 

de 2025 se citó de nuevo la audiencia previa para el 11 de diciembre a las 11:00 h. 

VIGESIMOTERCERO. - La audiencia previa tuvo lugar en la fecha fijada, y en ella se 

acordó la celebración del juicio el día 25 de febrero de 2026, fecha en la que 

efectivamente tuvo lugar. 

HECHOS PROBADOS 

PRIMERO. - Don A. ejercía el cargo de alcalde del Ayuntamiento de Chipiona en los 

ejercicios 2021, 2022 y 2023 (consta en el documento digital 216 de la pieza de 

actuaciones previas 1041/22 y en el documento digital 132 de la pieza de actuaciones 

previas 119/23). 
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SEGUNDO. - En los meses de enero a diciembre de 2021 y en los meses de agosto a 

diciembre de 2022, el subinspector jefe de la policía municipal del Ayuntamiento de 

Chipiona emitió un conjunto de informes en los que instaba a la corporación a abonar a 

los miembros de la policía local, ciertos importes en concepto de «servicios especiales 

y extraordinarios realizados por la policía local fuera de jornada laboral» (en la presente 

resolución se empleará también, para aludir a estos conceptos, la denominación «horas 

extraordinarias», pues es la utilizada por la delegada instructora en las actuaciones 

previas que anteceden a este procedimiento así como por los demandantes y 

demandado en sus escritos de demanda y contestación. Estos informes constan 

referenciados en los documentos anexos del acta de liquidación provisional de las 

actuaciones previas 1041/22 -documento digital 216 de la pieza- y en la documentación 

del expediente de las diligencias preliminares 76/23 que proceden a las actuaciones 

previas 119/23). El subinspector jefe emitió también otros informes en los que expuso el 

criterio adoptado en relación con el cómputo de las horas efectivas de los miembros de 

la policía local implicados (documento 1 que se adjunta a la contestación a la demanda 

del procedimiento A117/24). 

TERCERO. - La asesoría jurídica de personal del Ayuntamiento emitió sendos informes 

desfavorables en relación con la legalidad del pago de las anteriores cantidades en 

concepto de horas extraordinarias. Sobre la base de los referidos informes, la 

intervención opuso reparo a su pago (estos informes, tanto los de personal como los de 

la intervención, constan en los anexos del acta de liquidación provisional de las 

actuaciones previas 1041/22 -documento digital 216 de la pieza- y en la documentación 

del expediente de las diligencias preliminares 76/23 que proceden a las actuaciones 

previas 119/23). 

CUARTO. - El alcalde, mediante los correspondientes decretos, levantó cada uno de los 

reparos de intervención y acordó el pago de las cantidades determinadas en los 

informes del subinspector jefe de policía en concepto de horas por «servicios especiales 

y extraordinarios realizados por la policía local fuera de jornada laboral» (los decretos 

constan en los anexos del acta de liquidación provisional de las actuaciones previas 

1041/22 -documento digital 216 de la pieza- y en la documentación de apertura del 

expediente de las diligencias preliminares 76/23 que preceden a las actuaciones previas 

119/23). 
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Los informes de la asesoría jurídica, los reparos de la intervención y los decretos de 

levantamiento de los reparos, en relación con las distintas mensualidades, son los 

siguientes: 

Horas extraordinarias de enero de 2021: 

- Informe de la asesoría jurídica de 10 de agosto de 2021 

- Informe de reparo de intervención de 12 de agosto de 2021 

- Decreto de levantamiento de reparo de alcaldía de 13 de agosto de 2021 

Horas extraordinarias de febrero, marzo y abril de 2021: 

- Informe de la asesoría jurídica de 14 de octubre de 2021 

- Informe de reparo de intervención de 19 de octubre de 2021 

- Decreto de levantamiento de reparo de alcaldía de 19 de octubre de 2021 

Horas extraordinarias de mayo, junio y julio de 2021: 

- Informe de la asesoría jurídica de 11 de noviembre de 2021 

- Informe de reparo de intervención de 12 de noviembre de 2021 

- Decreto de levantamiento de reparo de alcaldía de 12 de noviembre de 2021 

Horas extraordinarias de agosto, septiembre y octubre de 2021: 

- Informe de la asesoría jurídica de 14 de febrero de 2022 

- Informe de reparo de intervención de 17 de febrero de 2022 

- Decreto de levantamiento de reparo de alcaldía de 18 de febrero de 2022 

Horas extraordinarias de noviembre y diciembre de 2021: 

- Informe de la asesoría jurídica de 16 de marzo de 2022 

- Informe de reparo de intervención de 17 de marzo de 2022 

- Decreto de levantamiento de reparo de alcaldía de 18 de marzo de 2022 

Horas extraordinarias de agosto de 2022: 

- Informe de la asesoría jurídica de 18 de octubre de 2022 

- Informe de reparo de intervención de 20 de octubre de 2022 

- Decreto de levantamiento de reparo de alcaldía de 21 de octubre de 2022 

Horas extraordinarias de septiembre de 2022: 

- Informe de la asesoría jurídica de 11 de noviembre de 2022 

- Informe de reparo de intervención de 17 de noviembre de 2022 
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- Decreto de levantamiento de reparo de alcaldía de 20 de noviembre de 2022 

Horas extraordinarias de octubre de 2022: 

- Informe de la asesoría jurídica de 12 de enero de 2023 

- Informe de reparo de intervención de 20 de enero de 2023 

- Decreto de levantamiento de reparo de alcaldía de 23 de enero de 2023 

Horas extraordinarias de diciembre de 2022: 

- Informe de la asesoría jurídica de 16 de marzo de 2023 

- Informe de reparo de intervención de 19 de marzo de 2023 

- Decreto de levantamiento de reparo de alcaldía de 21 de marzo de 2023 

QUINTO. - Como consecuencia de los anteriores decretos, en los ejercicios 2021 y 2022 

se abonaron, con cargo a los fondos de la corporación y en concepto de horas 

extraordinarias, las siguientes cantidades a miembros de la policía local (consta en el 

documento digital 216 de la pieza de actuaciones previas 1041/22 y en el documento 

digital 132 de la pieza de actuaciones previas 119/23): 

Ejercicio 2021: 

- Enero 2021: 3.252,72 euros 

- Febrero 2021: 2.361,98 euros 

- Marzo 2021: 2.682,08 euros 

- Abril 2021: 5.784,58 euros 

- Mayo 2021: 10.002,24 euros 

- Junio 2021:19.374,78 euros 

- Julio 2021: 25.375,40 euros 

- Agosto 2021: 26.156,24 euros 

- Septiembre 2021: 12.293,69 euros 

- Octubre 2021: 8.866,70 euros 

- Noviembre 2021: 7.214,22 euros 

- Diciembre 2021: 10.614,36 euros 

TOTAL horas extraordinarias 2021: 133.978,99 euros 

Del total de estos importes, 6.640,83 euros corresponden a horas extraordinarias 

abonadas al subinspector jefe de la policía local, don M. en el ejercicio 2021. 

Ejercicio 2022: 
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- Agosto 2022: 55.936 euros 

- Septiembre 2022: 25.997,83 euros 

- Octubre 2022: 19.554,10 euros 

- Diciembre 2022: 29.865,48 euros 

TOTAL horas extraordinarias 2022: 131.354,21 euros 

Del total de estos importes, 4.061,20 euros corresponden a horas extraordinarias 

abonadas al subinspector jefe de la policía local, don M., en el ejercicio 2022. 

SEXTO. - Tal y como consta en el sistema de fichajes de la corporación, los miembros 

de la policía local a los que se abonaron las cantidades debatidas, a excepción del 

subinspector jefe de la policía, don M., no cumplieron, en los meses aludidos (enero a 

diciembre de 2021 y agosto a diciembre de 2022), con la jornada ordinaria laboral que 

legalmente les correspondía (consta el documento digital 216 de la pieza de actuaciones 

previas 1041/22 y en el documento digital 132 de la pieza de actuaciones previas 119/23 

en los que se hace referencia a otros documentos del expediente). 

SÉPTIMO. - En la nómina de enero de 2023 se abonaron las cantidades que constan a 

continuación en concepto de complementos retributivos al personal de la policía local 

derivados del decreto de alcaldía de 12 de mayo de 2022 (la denominación 

«complementos retributivos» es la empleada por la delegada instructora en el acta de 

liquidación provisional, así como por los demandantes y demandado en sus escritos, 

por lo que se utilizará también en esta resolución): 

- Gratificaciones de 1.300 euros a los policías que prestaran disponibilidad 

especial a no disfrutar de vacaciones anuales o licencias retribuidas en el periodo 

estival (de 15 de junio a 15 de septiembre) que ascendieron, en la nómina del 

mes de enero de 2023, a 28.600 euros.  

- Gratificación de 105 euros por disponibilidad para realización de los servicios 

extraordinarios -eventos, cobertura de servicios mínimos, e imprevistos- que 

ascendieron a 2.205 euros en la nómina del mes de enero de 2023. 

- Gratificación al subinspector jefe de policía de 400 euros en el mes de enero de 

2023 por el hecho de ostentar la jefatura de la policía local. 

TOTAL abonado en concepto de complementos retributivos: 31.205 euros 

(consta en el documento digital 132 de la pieza de actuaciones previas 119/23). 
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El abono de estas cantidades había sido informado desfavorablemente por la asesoría 

jurídica municipal y reparado por la intervención. El abono se produjo tras el 

levantamiento del reparo por decreto de alcaldía de 30 de enero de 2023 (consta en el 

documento digital 132 de la pieza de actuaciones previas 119/23). 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

PRIMERO. - Acumulación de los procedimientos 

1.- En la presente resolución se procederá a resolver conjuntamente las pretensiones 

formuladas en los procedimientos A70/23 y A117/24, acumulados en virtud de auto de 

11 de febrero de 2025. Se realiza, a continuación, una breve exposición de las 

actuaciones que se sucedieron en ambos procedimientos hasta el momento de la 

acumulación. 

A) Procedimiento A70/23 

2.- El procedimiento A70/23 tiene su origen en las actuaciones previas 1041/22, en las 

que la delegada instructora declaró la existencia de un presunto alcance en los fondos 

públicos del Ayuntamiento de Chipiona por importe de 127.338,16 euros derivado del 

pago injustificado de horas extraordinarias a policías locales en las nóminas de enero a 

diciembre de 2021 y consideró presunto responsable del alcance a don A., alcalde de 

la corporación que ordenó los pagos. El detalle de las cantidades abonadas en concepto 

de horas extraordinarias en 2021 incluido en el acta de liquidación de las actuaciones 

previas 1041/22 es el siguiente: 

Ejercicio 2021: 

- Enero 2021: 3.252,72 euros 

- Febrero 2021: 2.361,98 euros 

- Marzo 2021: 2.682,08 euros 

- Abril 2021: 5.784,58 euros 

- Mayo 2021: 10.002,24 euros 

- Junio 2021:19.374,78 euros 

- Julio 2021: 25.375,40 euros 

- Agosto 2021: 26.156,24 euros 

- Septiembre 2021: 12.293,69 euros 
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- Octubre 2021: 8.866,70 euros 

- Noviembre 2021: 7.214,22 euros 

- Diciembre 2021: 10.614,36 euros 

TOTAL: 133.978,99 euros 

3.- A esta cantidad total de 133.978,99 euros, la delegada instructora le detrae el importe 

de las horas extraordinarias abonadas en 2021 al subinspector jefe de la policía local, 

don M., por importe de 6.640,83 euros, cuyo pago sí consideró justificado, por lo que el 

importe del presunto alcance en el acta de liquidación de las actuaciones previas 

1041/22 resulta finalmente en 127.338,16 euros (133.978,99 - 6.640,83). 

4.- Sin embargo, posteriormente, ya en el seno del procedimiento A70/23 que derivó de 

las anteriores actuaciones previas, el Ayuntamiento de Chipiona, en el momento 

habilitado al efecto, no formuló demanda por los hechos descritos en el acta de 

liquidación provisional, sino que formuló demanda de reintegro por alcance contra don 

A. por el pago injustificado de horas extraordinarias a policías locales en las nóminas de 

agosto a diciembre de 2022 por un importe de 133.124,03 euros de acuerdo con el 

siguiente desglose:  

Ejercicio 2022 

- Agosto 2022: 55.936,80 euros 

- Septiembre 2022: 27.995,83 euros 

- Octubre 2022: 19.554 euros 

- Diciembre 2022: 29.637,40 euros 

TOTAL: 133.124,03 euros 

5.- El Ministerio Fiscal, en el momento en que se le concedió plazo para ello, dedujo 

demanda de reintegro por alcance contra don A. adhiriéndose a los hechos primero a 

cuarto de la demanda formulada por el ayuntamiento y estimó la cuantía del daño en 

127.338,16 euros (la misma cuantía referida por la delegada instructora como presunto 

alcance por abono de horas extraordinarias en el 2021). 

6.- En la audiencia previa se advirtió por esta juzgadora y por las partes que la demanda 

del ayuntamiento incluía los pagos relativos a las horas extraordinarias durante el 

ejercicio 2022 y el abono de complementos retributivos en el 2023, cuya investigación y 
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acta de liquidación estaba siendo objeto de las actuaciones previas -n.º 119/23-, 

entonces pendientes, y se acordó suspender el propio acto de la audiencia. 

B) Procedimiento A117/24 

7.- El procedimiento A117/24 tiene su origen en las actuaciones previas 119/23 referidas 

en el párrafo anterior, en las que la delegada instructora declaró la existencia de un 

presunto alcance en los fondos públicos del Ayuntamiento de Chipiona por importe de 

158.478,01 euros derivado: a) por un lado, del pago injustificado de horas 

extraordinarias a los policías locales en las nóminas de agosto a diciembre de 2022 (por 

importe de 127.273,01 euros); b) y por otro, del pago de complementos retributivos 

abonados en la nómina de enero de 2023 en virtud del decreto de alcaldía de 12 de 

mayo de 2022 -por importe de 31.205 euros-. La delegada instructora consideró, 

asimismo, presunto responsable contable a don A.  

8.- El desglose de las cantidades incluidas en el acta de liquidación provisional es el 

siguiente: 

a) Horas extraordinarias: 

- Agosto 2022: 55.936 euros 

- Septiembre 2022: 25.997,83 euros 

- Octubre 2022: 19.554,10 euros 

- Diciembre 2022: 29.865,48 euros 

TOTAL horas extraordinarias: 131.354,21 euros 

9.- A esta cantidad total de 131.354,21 euros, la delegada instructora le detrae el importe 

de las horas extraordinarias abonadas en 2022 al subinspector jefe de la policía local, 

don M., por importe de 4.061,20 euros, cuyo pago sí considera justificado, por lo que el 

importe del presunto alcance derivado de horas extraordinarias en el ejercicio 2022 

resulta finalmente en 127.273,01 euros (131.354,21 - 4.061,20). 

10.- En el acta de liquidación se incluyen también las siguientes cantidades: 

b) Complementos retributivos en virtud del decreto de Alcaldía de 12 de mayo de 

2022: 

- Gratificaciones de 1.300 euros a los policías que decidieran libremente no 

disfrutar de vacaciones anuales o licencias retribuidas en el periodo estival (de 
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15 de junio a 15 de septiembre) que ascendieron en la nómina del mes de enero 

de 2023 a 28.600 euros.  

- Gratificación de 105 euros por disponibilidad para realización de los servicios 

extraordinarios -eventos, cobertura de servicios mínimos, e imprevistos- que 

ascendieron a 2.205 euros en la nómina del mes de enero de 2023. 

- Gratificación al Sr. subinspector de policía de 400 euros en el mes de enero de 

2023 por el hecho de ostentar la jefatura de la policía local. 

TOTAL complementos retributivos: 31.205 euros. 

11.- En conclusión, el importe total del presunto alcance declarado en las actuaciones 

previas 119/23 es de 158,478,01 euros (127.273,01 euros, más 31.205 euros).  

12.- Posteriormente, ya en el seno del procedimiento A117/24 que derivó de las 

anteriores actuaciones previas, se emplazó al Ayuntamiento de Chipiona, al Ministerio 

Fiscal y a don A. Una vez personados y que hubieron alegado al respecto, se acordó, 

por medio de auto de 11 de febrero de 2025, acumular el procedimiento A117/24 al 

procedimiento A70/23, pues se estimó que ambos procesos tenían por objeto hechos 

comunes pero referidos a años distintos -pago de horas extraordinarias en los años 2021 

y 2022; y en el A117/24, además, los abonos de complementos retributivos en 2023- y 

que, en ambos casos, se trataba de la misma entidad presuntamente perjudicada y del 

mismo presunto responsable contable, por lo que existía una clara conexión directa 

entre ambos que aconsejaba su estudio y abordaje de forma conjunta. Se acordó, 

asimismo, en el mismo auto, suspender el curso del procedimiento A70/23 (cuya 

audiencia previa había sido suspendida en el propio acto), hasta que el procedimiento 

A117/24 se hallare en el mismo momento procesal. 

13.- Una vez personadas las partes y acumulados los procedimientos, se concedió 

trámite al Ayuntamiento de Chipiona para que formulara demanda y este, en 

consonancia con el contenido de la liquidación provisional de las actuaciones previas 

119/23, demandó a don A. como responsable contable de un alcance producido en los 

fondos públicos de la corporación, por importe de 158.478,01 euros derivado del pago 

injustificado de horas extraordinarias a policías locales en el ejercicio 2022 y del pago 

injustificado a los mismos de complementos retributivos en la nómina de enero de 2023, 

en idénticos términos a los señalados por la delegada instructora de las actuaciones 

previas de las que traía causa el procedimiento A117/24.  
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14.- El Ministerio Fiscal, sin embargo, cuando se le concedió plazo para ello, formuló 

demanda de responsabilidad contable contra don A. por importe de 285.816,17 euros, 

derivados, no solo de los hechos considerados constitutivos de alcance en las 

actuaciones previas 119/23 (pago de horas extraordinarias en el ejercicio 2022 y de 

complementos retributivos en el ejercicio 2023 por importe de 158.478,01 euros), sino 

también por los hechos considerados constitutivos de alcance en la liquidación 

provisional de las actuaciones previas 1041/22 (el pago de horas extraordinarias 

abonadas injustificadamente en el ejercicio 2021 por importe de 127.338,16 euros). 

Ambas demandas fueron admitidas. 

SEGUNDO.- Pretensiones en las dos demandas del Ayuntamiento de Chipiona  

15.- El Ayuntamiento de Chipiona, en su demanda presentada en el procedimiento 

A70/23 (por tanto, antes de la acumulación), considera que se ha producido un alcance 

en los fondos públicos de la corporación por importe de 133.124,03 euros derivado del 

pago injustificado de horas extraordinarias a los miembros de la policía local en los 

meses de agosto a diciembre de 2022 y considera responsable contable del mismo a 

don A., alcalde de la corporación que ordenó los pagos. El detalle de las horas 

extraordinarias abonadas al que se refiere la demanda es el que consta en el párrafo 

número cuatro anterior. En particular sostiene que, respecto de los meses indicados, la 

interventora municipal y la asesora jurídica de personal pusieron de manifiesto en los 

sucesivos informes que constan incorporados al expediente, que la policía local no 

cumplió con la jornada ordinaria de trabajo fijada en un cómputo anual de 1.642 horas 

conforme a la Resolución de 28 de febrero de 2019 de la Secretaría de Estado de la 

Función Pública, por lo que el pago de horas extraordinarias (consideradas aquellas que 

se realizan más allá de la jornada ordinaria) no se encuentra justificado. Según refiere, 

en los cuadrantes de fichajes aportados por el Jefe de Policía, no consta que se haya 

completado la jornada anual. Respecto a los complementos retributivos, alega que tal y 

como fue exigido por la intervención se debe acreditar qué agentes no disfrutaron de las 

vacaciones en verano de 2022 y en qué meses las disfrutaron. 

16.- El ayuntamiento, en el procedimiento A117/24, una vez acumulado al anterior, 

formula la correspondiente nueva demanda contra don A. como responsable contable 

directo de un alcance de 158.478,01 euros en los fondos públicos de la entidad derivado: 

a) por un lado, del pago injustificado de horas extraordinarias a la policía municipal en 

los meses de agosto a diciembre de 2022 por importe de 127.273,01 euros; b) y por 
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otro, del pago de complementos retributivos no justificados en la nómina de enero de 

2023 por importe de 31.205 euros. Los concretos complementos retributivos referidos 

en la demanda son los que constan en el párrafo 10 anterior. 

17.- En particular sostiene que, respecto de los meses de enero a diciembre de 2022, la 

interventora municipal y la asesora jurídica de personal pusieron de manifiesto en 

sucesivos informes aportados al expediente, que la policía local no cumplió con la 

jornada ordinaria de trabajo fijada en cómputo anual en 1.642 horas conforme a la  

Resolución de 28 de febrero de 2019 de la Secretaría de Estado de la Función Pública, 

por lo que el pago de horas extraordinarias -consideradas aquellas que se realizan más 

allá de la jornada ordinaria- no se encuentra justificado. 

18.- Las cantidades abonadas a la policía local en concepto de horas extraordinarias a 

las que se refiere la letrada del ayuntamiento en su demanda son las que constan en el 

párrafo número 8 anterior. 

19.- En relación con la jornada anual de los miembros de la policía local indica que se 

debe tener en cuenta la siguiente normativa: 

1.º La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local 

(LBRL), en cuyo artículo 94 establece que la jornada de los funcionarios de la 

administración local será la misma en cómputo anual que la de los funcionarios 

del Estado.  

2.º La resolución de 28 febrero 2019 de la Secretaría Estado Función Pública, 

que establece una jornada en cómputo anual de 37,5 horas efectivas semanales. 

Se fija el cómputo anual en 1.642 horas con una reducción por bajas, licencias, 

horas por antigüedad y 130 horas como máximo de cursos justificados.  

3.º El decreto del 28 de junio de 2019 de alcaldía presidencia acordando la 

jornada de 37,5 horas para todos los funcionarios del ayuntamiento. Indica que 

el ayuntamiento en dicha fecha no había pactado jornada especial pues 

conforme a la Disposición Adicional 144.ª de la Ley 6/2018 de Presupuestos 

Generales del Estado de 2018, las jornadas especiales solo podrían ser 

negociadas y aprobadas cuando en el ejercicio anterior se hubieran cumplido los 

objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública, regla de gasto, así como 

la temporalidad en el empleo que no podía superar el 8% de las plazas de 
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naturaleza estructural. El ayuntamiento no podía negociar ni aprobar jornadas 

especiales por incumplir los mencionados criterios.  

4.º La Resolución de 28 febrero de 2019 de la Secretaría Estado Función Pública 

que excepciona la aplicación de dicha disposición a las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado, pues indica en su artículo 1.2 que: «Las normas 

contenidas en la presente resolución no se aplicarán al personal militar de las 

Fuerzas Armadas, ni al personal de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado». Dicha excepción, sin embargo, no alcanza a la Policía Local por cuanto 

la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en 

sus artículos 2 y 9, determina que: «Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 

Estado están integradas por el Cuerpo Nacional de Policía y La Guardia Civil». 

No incluye, por tanto, a la Policía Local. 

5.º El Texto Refundido Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real 

Decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre (EBEP), establece que los 

funcionarios de las entidades locales se rigen por la legislación estatal y por la 

de la Comunidad Autónoma. 

6.º La Ley 13/2001, de 11 de diciembre, de Coordinación de Policías Locales de 

Andalucía, no regula nada en relación con la jornada de los Policías Locales. 

20.- En relación con los complementos retributivos abonados en el mes de enero de 

2023 en virtud del decreto de alcaldía de 12 de mayo de 2022, sostiene que carecen de 

respaldo normativo pues no se encuentran amparados por los artículos 23 y 24 del 

Estatuto Básico del Empleado Público, ni por el RD 861/1986, de 25 de abril, del régimen 

de retribuciones de los funcionarios de la administración local, ni por el Acuerdo de 

Mejora de los Funcionarios publicado en el BOP Cádiz el 7 de mayo de 1992.  

21.- Según refiere la demanda, el alcalde, a pesar de los informes de reparo de la 

intervención municipal en contra al abono de horas extraordinarias y gratificaciones, 

dicta decretos de levantamiento de reparos y procede al pago en nómina de los citados 

conceptos todo ello siguiendo el criterio establecido por el subinspector de la policía 

local que aplicaba coeficientes reductores en la elaboración de los cuadrantes de 

distribución del servicio. Añade la demanda, que con posterioridad al acta de liquidación 

provisional de 24 de octubre de 2024, se reciben por la asesoría jurídica del 
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ayuntamiento, diversas sentencias de los Juzgados Contencioso-administrativos de 

Cádiz que resuelven recursos contencioso-administrativos interpuestos por policías 

locales contra los decretos emitidos por la Concejala de Hacienda y Personal a 

principios del año 2024 en los que requiere a algunos policías locales para que 

justifiquen su no cumplimiento de la jornada anual del año 2023, ya que se había 

constatado que ninguno cumplía con las horas establecidas para los funcionarios 

públicos de este ayuntamiento fijadas en 1.642 horas anuales en cómputo anual. Y 

respecto al abono de complementos por disponibilidad, alega que se ha producido una 

duplicidad, ya que dicho concepto se abona en nómina como complemento específico 

establecido en la VPT J8 “turnicidad cerrada incluyendo noches y festivos”.  

TERCERO.- Pretensiones del Ministerio Fiscal 

22.- En el procedimiento A70/23 -actuaciones previas 1041/22, por tanto, antes de la 

acumulación-, el Ministerio Fiscal formuló demanda igualmente contra don A. indicando 

que se adhiere a los hechos narrados por la letrada del Ayuntamiento de Chipiona 

(cuyas pretensiones se referían a los meses de agosto a diciembre de 2022), y sin referir 

anualidad concreta alguna, reclama la cantidad de 127.338,16 euros en concepto de 

principal, cantidad que (aunque esto no lo especifica expresamente la demanda del 

Ministerio Fiscal), coincide exactamente con la cantidad referida por la delegada 

instructora en el acta de liquidación provisional de estas actuaciones previas 1041/22 al 

analizar el ejercicio 2021.  

23.- Sostiene que el demandado, en su condición de alcalde-presidente del 

ayuntamiento, reconoció la obligación y fue el ordenador de los pagos que retribuyeron 

servicios no prestados. Indica, además, que el demandado estaba obligado a 

asegurarse de que todas las obligaciones de pago eran correctas, se ajustaban a la 

legalidad y respondían a servicios efectivamente prestados, por lo que al menos se debe 

apreciar una conducta gravemente negligente. Por ello, solicita que se condene al 

demandado con expresa imposición de costas. 

24.- A su vez, en el procedimiento A117/24 (ya acumulado al A70/23) el Ministerio Fiscal 

formula demanda contra don A. por importe de 285.816,17 euros derivados, por un lado, 

del pago injustificado de horas extraordinarias en los meses de enero a diciembre de 

2021 -por importe de 127.338,16 euros- y de agosto a diciembre de 2022 -por importe 

de 127.273,01-, así como por el abono injustificado de complementos retributivos en la 
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nómina del mes de enero de 2023 en virtud del decreto de alcaldía de 12 de mayo de 

2022 por importe de 31.205 euros. 

25.- Sostiene que se abonaron a los policías locales de Chipiona horas extraordinarias 

pese a no haber cumplido la jornada anual legalmente establecida de 1.642 horas (o la 

parte proporcional al tiempo de alta en el servicio si se trata de períodos inferiores a la 

anualidad). 

26.- Afirma que en la nómina del mes de enero del 2023 se abonaron complementos 

retributivos a policías locales de Chipiona al amparo del Decreto de alcaldía de 12 de 

mayo de 2022, dictado a pesar de los informes previos desfavorables de la intervención 

municipal y de la Asesoría Jurídica de Personal, de fechas 9 de mayo y 27 de abril de 

2022, respectivamente. 

27.- Añade que los complementos retributivos previstos en el Decreto de alcaldía de 12 

de mayo de 2022, no se corresponden con los recogidos en la normativa de aplicación, 

ni tampoco se ajustan a lo establecido en el convenio colectivo del personal funcionario 

e interino del Ayuntamiento de Chipiona, por lo que su abono debe considerarse no 

justificado. 

28.- Afirma que el demandado tenía encomendadas las funciones de disposición de 

gastos y ordenación de pagos en la localidad de Chipiona ostentando, así, la condición 

de cuentadante. 

29.- Indica también que el alcalde reconoció la obligación y ordenó el pago previa 

emisión de los correspondientes decretos por los que levantaba las discrepancias y 

reparos formulados por la intervención municipal. Por ello, solicita que se condene al 

demandado con expresa imposición de costas. 

CUARTO.- Alegaciones jurídicas del demandado don A. formuladas en sus dos 

escritos de contestación a las demandas   

A) Contestación a la demanda en el procedimiento A70/23 

30.- En su contestación a la demanda en el procedimiento A70/23, efectuada antes de 

la acumulación, el representante procesal del demandado pone de manifiesto, en primer 

lugar, que a pesar de que la delegada instructora analizó y detectó la existencia de un 

presunto alcance en los fondos de la corporación derivado del pago de horas 
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extraordinarias en el ejercicio 2021, sin embargo, tanto el Ayuntamiento de Chipiona 

como el Ministerio Fiscal en sus demandas se refieren al pago de horas extraordinarias 

en un periodo distinto, el comprendido entre agosto y diciembre de 2022 y enero de 

2023. 

31.- El letrado del demandado sostiene, además, que la demanda carece de fundamento 

puesto que el pago de las horas extraordinarias a la policía local, autorizado por su 

representado a la vista de los informes facilitados por el subinspector jefe de policía, se 

hallaba justificado. El principal argumento que expone para sustentar su pretensión es 

que el cálculo de la jornada ordinaria de la policía municipal de Chipiona no se rige, tal 

y como sostuvo la asesora jurídica del ayuntamiento y la interventora (así como la 

delegada instructora), por la Resolución de 28 de febrero de 2019 de la Secretaría de 

Estado de la Función Pública en la que se fija la jornada ordinaria del personal al servicio 

de la Administración General del Estado, en cómputo anual, en 1.642 horas, sino que 

sostiene que la jornada ordinaria del personal de la policía municipal está sometida a la 

aplicación de ciertos coeficientes y reducciones por razón del trabajo nocturno o 

desempeñado en sábados o festivos, que modifican el cálculo de las horas trabajadas 

y los cuales no se han tenido en cuenta, por la asesora de personal y por la Interventora 

municipal, a la hora de determinar el cumplimiento de la jornada ordinaria. Afirma que, 

en efecto, una vez tenida en cuenta la aplicación de los coeficientes y reducciones 

mencionados, sí debe considerarse cumplida la jornada ordinaria por los miembros de 

la policía local conforme a los informes facilitados por el subinspector jefe de policía, por 

lo que no existe ya el impedimento alegado para considerar justificado el pago de las 

horas extraordinarias. 

32.- Sostiene, en concreto, que para analizar el régimen jurídico de la jornada de los 

miembros de la policía local de Chipiona debemos tener en cuenta lo siguiente: 

1.º La Resolución de 28 de febrero de 2019 de la Secretaría de Estado de 

Función Pública por la que se dictan instrucciones sobre jornada y horarios de 

trabajo del personal al servicio de la Administración General del Estado y sus 

organismos públicos, no resulta de aplicación a la policía local del ayuntamiento, 

puesto que su artículo primero, en el párrafo segundo, expresamente establece 

que las normas contenidas en la referida resolución no se aplicarán al personal 

militar de las Fuerzas Armadas ni al personal de las fuerzas y cuerpos de 

seguridad del Estado. 
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2.º El artículo 2 de La Ley 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad que establece que «Son Fuerzas y Cuerpos de Seguridad: (…) c) Los 

Cuerpos de Policía dependientes de las Corporaciones Locales». 

3.º El artículo 52 de la misma ley determina que los cuerpos de policía local se 

regirán por «los principios generales de los capítulos II y III del Título Primero y 

por la Sección cuarta del capítulo IV del Título Segundo de la presente ley con la 

adecuación que exija la dependencia de la administración correspondiente, las 

disposiciones dictadas al respecto por las comunidades autónomas y los 

reglamentos específicos para cada cuerpo y demás normas dictadas por los 

correspondientes ayuntamientos». 

4.º El artículo 6 de la misma ley (que se encuentra dentro del título primero al 

que alude el artículo 52) en su apartado quinto indica que «reglamentariamente 

se determinará su régimen de horario de servicio que se adaptará a las 

peculiares características de la función policial». 

5.º El artículo 47 del EBEP dispone que «las Administraciones Públicas 

establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de sus funcionarios 

públicos». 

6.º El artículo 94 de la LBRL que determina que la jornada de trabajo de los 

funcionarios de la administración local será, en cómputo anual, la misma que se 

fije para los funcionarios de la Administración Civil del Estado 

7.º En el municipio de Chipiona resulta de aplicación para el cuerpo de policía 

local el Reglamento de Funcionamiento interno de la Policía Local aprobado en 

sesión ordinaria celebrada el día 17 de octubre de 2019 y publicado en el BOP 

el 13 de enero de 2000, cuya disposición final primera indica que «en lo no 

previsto en este reglamento regirá la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad de 13 de marzo de 1986, la Ley 13/2001, de 11 de diciembre de 

coordinación de policías locales de Andalucía, el resto de normativa autonómica, 

normativa de régimen local y las demás disposiciones que resultaren de su 

aplicación». 

8.º El artículo 18 del referido reglamento se refiere a la jornada laboral y en su 

párrafo primero establece que «la jornada laboral de los miembros de la policía 
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local se circunscribe a lo dispuesto en el presente reglamento, ajustándose en 

todo momento el cómputo horario anual general para los trabajadores 

municipales del excelentísimo Ayuntamiento de Chipiona». El artículo 22, por su 

parte, establece que, en lo referente a la jornada anual, «se regirá por el 

acuerdo/convenio del funcionario del excelentísimo Ayuntamiento de Chipiona o, 

en su caso, por el acuerdo sectorial con los miembros de la policía local y por el 

presente reglamento. El cuadrante anual será negociado con la representación 

sindical siendo prorrogado anualmente si no media denuncia entre las partes». 

El demandado sostiene que estos dos preceptos resultan claves para 

comprender su pretensión puesto que determinan que la jornada anual de la 

policía local se fija mediante un cuadrante anual que será negociado y que, en 

su caso, puede ser prorrogado. 

9.º El referido cuadrante se encuentra en el Anexo I del Reglamento y en este se 

indica que «el cuadrante anual de prestación de servicios ordinarios será según 

el modelo propuesto y en virtud de cálculo de horas de servicio, en igualdad del 

resto de los empleados públicos municipales del Ayuntamiento de Chipiona, y a 

resultas de la aplicación de los coeficientes reductores legalmente dispuestos». 

10.º Sostiene que los coeficientes que deben aplicarse son los regulados en el 

artículo 3, apartado quinto, párrafo cuarto, de la Circular de la Dirección General 

de la policía de 18 de diciembre de 2015 por la que se desarrolla la jornada 

laboral de los funcionarios de la Policía Nacional, dictada en cumplimiento de lo 

previsto en el artículo 5 de la Ley Orgánica de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad y que resulta aplicable a la policía el Ayuntamiento de Chipiona puesto 

que, como ya se ha indicado, la policía local pertenece a los fuerzas y cuerpos 

de seguridad y también por el hecho de que es normativa que complementa el 

Reglamento de Funcionamiento interno de la Policía Local de Chipiona. El 

referido precepto sostiene que para calcular la jornada a compensar se estará a 

los siguientes índices correctores: 

A) Horas diurnas de día laborable: desde las 6:00h hasta las 22:00 h de 

lunes a viernes y desde las 6:00 h a las 15:00 h de sábado laborables, se 

compensarán con 60 minutos por hora trabajada. 



 
 

21 

B) Horas nocturnas de día laborable: desde las 22:00 h hasta las 6:00 h 

de lunes a sábado laborable se compensará con 81 minutos por hora 

trabajada (índice corrector 1,35). 

C) Horas de día festivo: desde las 15:00 h del sábado hasta las 24:00 h 

del domingo y desde las 0:00 h hasta las 2:00 h de día festivo, se 

compensará con 105 minutos por hora trabajada (índice corrector 1,75). 

33.- Por otro lado, sostiene que no se ha producido un daño efectivo en los caudales 

públicos municipales, puesto que en ningún momento se ha cuestionado el 

cumplimiento efectivo de las horas indicadas en los informes facilitados por el 

subinspector jefe de policía. Indica que tanto la asesora jurídica del ayuntamiento como 

la interventora, han dado por válidos los informes aportados por el referido subinspector 

y no han realizado un estudio propio analizando cada caso concreto del personal de la 

policía local a efectos de determinar el cumplimiento o no de la jornada, teniendo en 

cuenta las posibles bajas, licencias, cursos, días de vacaciones o antigüedad, sino que 

únicamente han considerado el incumplimiento genérico de las 1.642 horas anuales en 

cada caso. En el supuesto de que el departamento de personal hubiera detectado el 

incumplimiento de su horario o jornada por parte de trabajadores municipales, debía 

haber instado la emisión de un informe al respecto por Secretaría General, en el que se 

permitiera justificar las ausencias a los interesados y en su caso, haber iniciado la 

apertura de los oportunos expedientes disciplinarios. 

34.- Afirma, además, que el pago de las horas extraordinarias se realizó con crédito 

destinado al efecto, pues el abono de las referidas gratificaciones contaba con la 

adecuada consignación presupuestaria. 

35.- Por último, estima que no se aprecia culpa o negligencia grave de ningún tipo por 

parte del demandado, que firmó la nómina sobre la base de los informes aportados por 

el subinspector jefe de policía que, por otro lado, no han sido cuestionados por el 

departamento de personal. La culpa o negligencia no ha sido aludida ni fundamentada 

en modo alguno por los demandantes y, además, la propia delegada instructora en el 

acta de liquidación provisional ya indicó literalmente que «la encrucijada en que se 

encuentra el alcalde, en términos utilizados por el propio alegante, entre compartir el 

criterio del subinspector jefe de policía o el de la letrada del Área de Recursos Humanos 

y el hecho de que levante los reparos formulados por la intervención municipal 

apoyándose en la postura e información que le proporciona el primero, puede afectar en 
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la declaración de una posible responsabilidad contable si ello determina la ausencia del 

dolo, culpa o negligencia grave que exige tal instituto. Pero tal valoración del elemento 

subjetivo queda fuera del alcance de la fase en que nos encontramos quedando 

postergado al procedimiento jurisdiccional posterior que pueda en su caso tramitarse». 

36.- Por todo lo anterior, solicita que se desestime la demanda y se impongan las costas 

a la parte demandante. 

B) Contestación a la demanda en el procedimiento A117/24 

37.- En la segunda contestación a la demanda en el procedimiento A117/24, una vez 

acumulado al anterior, el representante procesal del demandado pone de manifiesto, en 

primer lugar, que se había producido un error en la formulación de las demandas del 

procedimiento A70/23 pues, si bien en las actuaciones previas 1041/22 de las que 

procede, analizaron el abono de horas extraordinarias en el ejercicio 2021, sin embargo, 

tanto la demanda del ayuntamiento como la del Ministerio Fiscal tuvieron por objeto la 

impugnación del pago de horas extraordinarias del ejercicio 2022. Sostiene, por ello, 

que ambas demandas deben ser desestimadas.  

38.- Afirma además que en el procedimiento A117/24, las pretensiones de las demandas 

debieron circunscribirse al ejercicio 2022, pues este fue el ejercicio analizado en las 

actuaciones previas 119/23 de las que procede. Por esta razón, a pesar de que el Fiscal 

ha formulado demanda en el procedimiento A117/24 por irregularidades del ejercicio 

2021, sin embargo, no debe realizarse pronunciamiento judicial alguno por este periodo 

pues la posibilidad de realizar alegaciones en relación con ese ejercicio ha precluido. 

Sostiene que no puede pretenderse subsanar esta circunstancia con la acumulación de 

procedimientos. 

39.- En relación con el fondo del asunto realiza las mismas alegaciones que en la 

anterior demanda: si bien la jornada anual de los miembros de la policía local debe 

computarse en 1.642 horas anuales, este cómputo debe verse afectado por la aplicación 

de unos coeficientes reductores -los previstos para el cómputo de la jornada anual de la 

policía nacional-  que modifican su cálculo final y que una vez aplicados al supuesto 

aquí debatido, determinaría que los miembros de la policía local cuestionados sí habrían 

cumplido la jornada laboral legalmente exigida y, por ello, sí tendrían derecho a percibir 

las horas extraordinarias. 
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40.- Añade además en esta segunda demanda que hay un dato que obvia la asesora 

de personal y es que gran parte del personal adscrito al cuerpo de policía local, ha tenido 

bajas por accidentes o enfermedad, y esos periodos no pueden computarse dentro de 

las 1.642 horas. 

41.- En relación con el pago de complementos retributivos, sostiene que su abono se 

encuentra legitimado puesto que las cantidades pagadas responden al concepto de 

gratificaciones a que se refiere el artículo 6 del Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el 

que se establece el régimen de las retribuciones de los funcionarios de Administración 

Local y que con ellas se pretende compensar el desempeño de funciones no previstas 

para el concreto puesto de trabajo. Indica, además, que lo que se premia con esta 

gratificación no es el servicio que se presta, sino la disponibilidad o predisposición a 

prestarlo, y eso es lo que ha de estar retribuido. 

QUINTO.- Análisis de las alegaciones del demandado en relación con la 

comparecencia del ayuntamiento al acto de la audiencia previa al juicio 

42.- En la audiencia previa al juicio del procedimiento A117/24 el demandado puso de 

manifiesto que no debía admitirse la comparecencia del ayuntamiento pues la letrada 

no había presentado poder notarial de representación al efecto y esto conculcaba las 

disposiciones del artículo 25 de la LEC. Sostuvo que, por ello, en la medida en que debió 

considerarse que el ayuntamiento no había comparecido, debió entenderse que había 

desistido de su demanda. Esta alegación fue desestimada en el propio acto de la 

audiencia previa, pero se volvió a poner de manifiesto, por el demandado, en las 

conclusiones emitidas en el juicio. 

43.- En relación con la comparecencia del ayuntamiento, procede hacer un breve 

análisis cronológico de los hechos. En un primer momento se personó, en 

representación del ayuntamiento, la letrada municipal doña María de las Mercedes 

Hidalgo Patino, por medio de escrito de personación de fecha 2 de diciembre de 2024 

al que acompañó el correspondiente decreto del alcalde-presidente de fecha 29 de 

noviembre de 2024 en el que, como letrada municipal, se le designaba para la 

representación y defensa de los intereses de la corporación en el procedimiento 

A117/24. 
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44.- Posteriormente, tuvo entrada en este departamento -el 9 de enero de 2025-, escrito 

de la letrada del Ilustre Colegio de Abogados de Cádiz, doña María Teresa Zarazaga 

Monge, en el que se personaba en nombre del ayuntamiento para la defensa de los 

intereses municipales en el procedimiento A117/24, en sustitución de la letrada doña 

María de las Mercedes Hidalgo Patino, pues ésta había accedido a la jubilación. Junto 

con este escrito presentó igualmente decreto del alcalde-presidente en el que se le 

designaba al efecto. 

45.- Por último, el 17 de marzo de 2025 se recibió en este departamento escrito de la 

letrada municipal doña María del Valle Romero Espinosa por el que se personaba en 

nombre y representación del ayuntamiento para la defensa de sus intereses en el 

procedimiento A117/24 en sustitución de la letrada doña María Teresa Zarazaga Monge. 

Junto con el escrito presentó un decreto del alcalde-presidente de fecha 17 de marzo 

de 2025 en el que, como letrada municipal, era asignada al efecto.  

46.- Pues bien, debemos tener en cuenta, en primer lugar, que la defensa en juicio de 

los intereses de las corporaciones locales corresponde a sus propios letrados 

municipales salvo que designen un abogado colegiado al efecto, de acuerdo con lo 

dispuesto en el artículo 551 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 6/1985, de 1 de julio 

(LOPJ) en el que se establece, en su apartado tercero, que: 

«La representación y defensa de las comunidades autónomas y las de los entes 

locales corresponderán a los letrados que sirvan en los servicios jurídicos de 

dichas Administraciones públicas, salvo que designen abogado colegiado que 

les represente y defienda. Los Abogados del Estado podrán representar y 

defender a las comunidades autónomas y a los entes locales en los términos 

contenidos en la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al 

Estado e Instituciones Públicas y su normativa de desarrollo». 

47.- En idénticos términos se pronuncia el artículo 221 del Reglamento de organización, 

funcionamiento y régimen jurídico de las entidades locales aprobado por Real Decreto 

2568/1986, de 28 de noviembre. Por ello, en el caso de que la representación y defensa 

de los intereses de la corporación se asuma por los propios letrados municipales, no 

será preciso un poder notarial de representación, puesto que la habilitación para actuar 

en nombre y representación de la entidad local se confiere legalmente. Es el caso del 

presente supuesto, en el que compareció, a la audiencia previa al juicio, doña María del 
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Valle Romero Espinosa, letrada municipal designada al efecto por el alcalde-presidente 

de la corporación mediante decreto de 17 de marzo de 2025. Se produce, además, la 

circunstancia de que el decreto en el que se hace constar que la mencionada abogada 

actúa en concepto de letrada municipal para la defensa de los intereses de la 

corporación, es adoptado por el propio demandado -que ahora impugna su 

comparecencia- en el ejercicio de su cargo de alcalde-presidente municipal. 

48.- De todo lo anterior se debe extraer que la letrada municipal no necesitaba poder 

notarial para comparecer en el acto de la audiencia previa y que, además, la pretensión 

del demandado no debe acogerse en la medida en que resulta contraria o contradictoria 

con sus propios actos previos, pues no resulta admisible, primero acordar una 

comparecencia y posteriormente impugnarla como inválida. 

SEXTO.- Análisis y resolución de las alegaciones relativas a la acumulación de 

procedimientos. 

49.- El demandado sostiene que no debe realizarse pronunciamiento alguno en relación 

con las pretensiones del Ministerio Fiscal en su demanda del procedimiento 117/24 

relativas al ejercicio 2021, pues afirma que se han realizado fuera del momento 

adecuado para ello -es decir, el procedimiento A70/23-; y que se desestimen las 

demandas del procedimiento A70/23, tanto del ayuntamiento como del Ministerio Fiscal, 

por estar referidas a hechos distintos de los que habían sido objeto de las actuaciones 

previas 1041/22. 

50.- Se debe tener presente, en primer lugar, que, en la medida en que ambos 

procedimientos se encuentran acumulados por medio de auto, que es firme, y que dicha 

acumulación se produjo antes de que se concediera al Ministerio Fiscal el oportuno 

trámite para formular su demanda, nada obsta a que este pueda referirse, en su escrito 

de demanda del procedimiento A117/24 (ya acumulado en ese momento al A70/23) a 

las irregularidades que han sido objeto de cualesquiera de las actuaciones previas que 

han dado lugar a los procedimientos que se encuentran acumuladas, es decir, tanto a 

las del ejercicio 2021 como a las del ejercicio 2022. Por ello ha de desestimarse esta 

pretensión del demandado y esta juzgadora se pronunciará en relación con la totalidad 

de las pretensiones formuladas en la demanda del Ministerio público.  
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51.- En segundo lugar, tampoco ha de prosperar la pretensión del demandado, porque 

la demanda del Ministerio Fiscal en el procedimiento A70/23 sólo se puede referir a los 

abonos correspondientes a 2021, si no por referencia expresa a tal anualidad -pues no 

se hace constar anualidad alguna-, sí por la determinación de su cuantía exacta, que sí 

se hace constar expresamente en su demanda, como se expone a continuación. Así, a 

juicio de esta juzgadora, la demanda del Ayuntamiento de Chipiona en el procedimiento 

A70/23 efectivamente se refería sólo a los hechos y cuantías de los abonos realizados 

en 2022 y 2023 -actuaciones previas 119/23- en lugar de a los hechos y cuantías de 

2021 que correspondían a ese procedimiento con actuaciones previas 1041/22. En la 

demanda del Ministerio Fiscal en ese mismo procedimiento A70/23 -actuaciones previas 

1041/22-, aunque se hace una remisión genérica a los hechos narrados por la letrada 

del Ayuntamiento de Chipiona, y no refiere anualidad específica alguna, y ello pudiera 

parecer confuso, sin embargo, de una parte resulta que tales hechos son los mismos en 

las dos actuaciones previas, por lo que de la remisión de la demanda del Ministerio 

Fiscal a los hechos narrados en la demanda del ayuntamiento no resulta posible 

concluir, como pretende el demandado, que sean los de 2022 y 2023, y no los de 2021. 

En todo caso, en el escrito formulado por el Ministerio Fiscal, sí se reclama 

expresamente la cantidad de 127.338,16 euros en concepto de principal, cantidad que, 

aunque no lo especifica expresamente la correspondiente demanda del Ministerio 

Fiscal, coincide exactamente y sólo con la referida por la delegada instructora en el acta 

de liquidación provisional de estas actuaciones previas 1041/22 al analizar el ejercicio 

2021, esto es, procedimiento A70/23, y esta sí es una cuantía distinta a la del alcance 

reclamado por el ayuntamiento respecto a 2022 y 2023 -actuaciones previas 119/23- 

que permite identificar el alcance reclamado en su pretensión. En esa medida no se 

puede concluir, como se alega de contrario por el demandado, que la demanda del 

Ministerio Fiscal presentada en el procedimiento A70/23 no estuviera reclamando por 

los correspondientes gastos realizados en 2021 -actuaciones previas 1041/22-, más 

bien, a juicio de esta juzgadora, resulta lo contrario, como se ha expuesto, dado que 

ante la ausencia de referencia a anualidad alguna, la posible confusión por la remisión 

a los hechos narrados en la demanda del ayuntamiento -que resultan ser los mismos en 

ambas actuaciones previas- se resuelve en atención a la cuantía reclamada en su 

pretensión, que coincide con la específica de las actuaciones previas 1041/22 y se 

corresponde así adecuadamente con el procedimiento A70/23, y que, en consecuencia, 

no puede ser obviada al resolver este procedimiento una vez acumulado al anterior. 



 
 

27 

52.- En cualquier caso, la demanda que presenta el Ministerio Fiscal en el procedimiento 

A117/24, una vez ya acumulado al anterior, incluye las cuantías de las dos actuaciones 

previas y expresamente respecto a las anualidades acumuladas de ambas, y ello tiene 

igualmente amparo en la doctrina consolidada de la Sala de Justicia (auto 8/2023, de 11 

de mayo, en el que se cita el auto 30/21, de 27 de noviembre) conforme a la cual (A)) 

las demandas no están vinculadas por las cuantías contenidas en el acta de liquidación 

provisional, (B) si bien resulta necesario que se haya practicado una previa instrucción. 

Esto es, el acta de liquidación -y actuación previa correspondiente-, es una condición 

necesaria, pero no vinculante. Y estas premisas también se cumplen con respecto a las 

pretensiones de la demanda del Ministerio Fiscal en el procedimiento A117/24, pues 

reclama abonos correspondientes a los años 2021, 2022 y 2023, que (B) efectivamente 

ya han sido objeto de actuaciones previas, y (A) sin que esté vinculado en su demanda 

por el acta de liquidación provisional última, como de contrario pretende el demandado. 

En definitiva, la instrucción se ha practicado en ambas actuaciones previas y ambos 

procesos se encuentran acumulados y se presentó la demanda en plazo en este 

procedimiento A117/24. Por ello, no procede estimar tampoco esta alegación del 

demandado y se debe resolver sobre todas las pretensiones referidas en este segundo 

escrito de demanda del Ministerio Fiscal, esto es, las de los años 2021, 2022 y 2023 de 

ambas actuaciones previas. 

SÉPTIMO.- Análisis de la pretensión de alcance contable  

53.- En esta resolución habrán de analizarse las pretensiones del Ayuntamiento de 

Chipiona y del Ministerio Fiscal sostenidas en las demandas formuladas en los dos 

procedimientos acumulados, A70/23 y A117/24, de acuerdo con lo previsto en el artículo 

74 de la LEC que determina que, en los supuestos de acumulación, los procesos se 

seguirán en un único procedimiento y se resolverán en una sola sentencia.  

54.- A la vista de las alegaciones de las partes y con la finalidad de delimitar el objeto 

de la presente resolución, se debe concluir que procederá resolver sobre la existencia 

de un presunto alcance producido en los fondos públicos del Ayuntamiento de Chipiona 

como consecuencia, por un lado, del abono de horas extraordinarias a los policías 

locales de la corporación en los meses de enero a diciembre de 2021, así como en los 

meses de agosto a diciembre de 2022, y por otro lado, como consecuencia del abono 

de complementos retributivos abonados en la nómina del mes de enero de 2023, 

también a policías locales, en virtud del decreto de alcaldía de 12 de mayo de 2022. En 



 
 

28 

cuanto a las cuantías reclamadas, no existe duda en relación con la cantidad reclamada 

por el Ministerio Fiscal por las horas extraordinarias abonadas en el ejercicio 2021, a 

saber, 127.338,16 euros. En cuanto a la cantidad reclamada por horas extraordinarias 

en los meses de agosto a diciembre de 2022, existe, sin embargo, una discordancia en 

los escritos de demandas del ayuntamiento. En la demanda del ayuntamiento del 

procedimiento A70/23 se reclaman 133.124,03 euros, mientras que en la demanda de 

la corporación por estos mismos hechos en el procedimiento A117/24 se reclaman 

127.354,21 euros. 

55.- Sin embargo, a la vista de que en el juicio celebrado el día 25 de febrero de 2026 

relativo a ambos procedimientos ya acumulados, el ayuntamiento se ratificó en la 

pretensión de su demanda del procedimiento A117/24 y que esta coincide con la del 

Ministerio Fiscal, la cuantía en concepto de abono de horas extraordinarias en los meses 

de agosto a diciembre de 2022 que se tendrá en cuenta a efectos de la presente 

resolución será la consignada en la demanda de este último procedimiento, es decir, 

127.273,01 euros. Por último, la cantidad reclamada tanto por el ayuntamiento como por 

el Ministerio Fiscal en concepto de abono de complementos retributivos en la nómina de 

enero de 2023 asciende a 31.205 euros. En conclusión, habrá de determinarse si se ha 

producido un alcance en los fondos públicos del Ayuntamiento de Chipiona por importe 

de 285.816,17 euros de principal -la suma de 127.338,16 euros por las horas 

extraordinarias del 2021; 127.273,01 por las horas extraordinarias de 2022; y 31.205 por 

el abono de complementos retributivos-; y, en su caso, si la responsabilidad contable 

derivada del mismo debe atribuirse a don A. 

56.- Una vez expuestas las alegaciones de las partes, se analizarán de manera 

diferenciada las pretensiones relativas al abono de horas extraordinarias y las relativas 

al abono de complementos retributivos, a los efectos de determinar si los referidos 

hechos han constituido un menoscabo en los fondos públicos del Ayuntamiento de 

Chipiona que pudiera ser constitutivo de alcance y, en su caso, si la responsabilidad 

contable de ahí derivada ha de atribuirse al demandado. 

57.- Para ello debemos partir de la definición legal y doctrinal de alcance, debiendo citar, 

en primer término, lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de 

Funcionamiento del Tribunal de Cuentas (LFTCu) que determina que, a efectos de la 

referida norma, se entenderá por alcance el saldo deudor injustificado de una cuenta o, 

en términos generales, la ausencia de numerario o de justificación en las cuentas que 
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deban rendir las personas que tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos 

públicos, ostenten o no la condición de cuentadantes ante el Tribunal de Cuentas. 

58.- Además, la interpretación conjunta del referido artículo 72 en relación con los 

artículos 49 y 59 de la misma disposición, así como con el artículo 38 de la Ley Orgánica 

2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas (LOTCu), permite afirmar que nos 

hallaremos ante un supuesto de alcance cuando, como consecuencia de la vulneración 

de la normativa presupuestaria o contable, se produzca un daño, menoscabo o salida 

injustificada de fondos públicos, debiendo ser el daño efectivo, evaluable 

económicamente e individualizado en relación con los mencionados caudales o efectos 

públicos. 

A) Análisis del pago de horas extraordinarias 

59.- En primer lugar, se procederá al análisis del pago, con cargo a los fondos 

municipales, de horas extraordinarias a miembros de la policía municipal en el ejercicio 

2021 (meses de enero a diciembre) y en el ejercicio 2022 (meses de agosto a 

diciembre). Tanto el ayuntamiento como el Ministerio Fiscal sostienen que los miembros 

de la policía local no cumplían con la jornada ordinaria anual de trabajo de 1.642 horas 

que les correspondía legalmente de acuerdo con la Resolución de 28 de febrero de 2019 

de la Secretaría de Estado de la Función Pública y que, por ello, las horas calificadas 

por el subinspector jefe de policía como extraordinarias, no debían considerarse como 

tales ni, por tanto, abonarse de manera adicional al salario, sino que debían 

considerarse horas integrantes de la jornada laboral ordinaria cuya retribución ya se 

realizaba con el abono del salario estipulado. Por ello afirmaban que cualquier pago 

extra relacionado con estas horas no se encontraba justificado. 

60.- El demandado, sin embargo, considera que, de acuerdo con lo indicado por el 

subinspector jefe de la policía municipal, la jornada anual de los policías no debe regirse 

por la Resolución de 28 de febrero de 2019 de la Secretaría de Estado de la Función 

Pública, sino por el Reglamento Orgánico y Funcional de la policía local de Chipiona 

aprobado en sesión ordinaria del Pleno celebrada el día 17 de octubre de 2019 y que, 

si bien el cómputo anual de la misma es de 1.642 horas, se le deben aplicar los 

coeficientes reductores regulados en la Circular de la Dirección General de la Policía de 

18 de diciembre de 2015 por la que se desarrolla la jornada laboral de los funcionarios 

de la Policía Nacional -en su opinión, de aplicación supletoria al reglamento-, los cuales 
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modifican el cómputo de la jornada anual de tal manera que, una vez aplicados a la 

jornada de los policías aquí discutida, determina que estos sí cumplían con la jornada 

ordinaria que legalmente les correspondía y por ello, debían serles abonadas como 

extraordinarias y de manera añadida al salario, las horas controvertidas. Indica, en 

concreto que, a pesar de que el anexo I del reglamento no refiere específicamente 

cuáles son los coeficientes reductores que se deben aplicar, sin embargo, deben 

considerarse de aplicación supletoria los coeficientes de la circular de la policía nacional 

pues, conforme a la disposición final primera del Reglamento, «en lo no previsto en este 

reglamento regirá la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de 13 de marzo 

de 1986, la Ley 13/2001, de 11 de diciembre de coordinación de policías locales de 

Andalucía, el resto de normativa autonómica, normativa de régimen local y las demás 

disposiciones que resultaren de su aplicación».  

61.- Como elemento previo necesario para la declaración de responsabilidad contable 

que se pretende -para cuestiones íntimamente conectadas al fondo de la resolución 

requerida, para resolver la existencia de un posible perjuicio a los caudales públicos y 

la responsabilidad contable del caso, conforme al art. 49 LFTCu, entre otras, SSJ 

14/2022, de 24 de noviembre, FD cuarto, con base en la jurisprudencia del Tribunal 

Supremo -STS de 28 de noviembre de 2012, rec. núm. 3671/2010, y de esta Sala de 

Justicia-; SSJ 24/2017, de 13 de julio, FD sexto; y SSJ 24/2009, de 10 de noviembre, en 

cuyo FD tercero-, y sin perjuicio de lo que pudiera resolver al respecto la jurisdicción 

competente (art. 49 LFTCu), se habrá de contrastar ahora cuál es el régimen jurídico 

atribuible a la jornada anual de la policía local y así discernir si procede o no la aplicación 

de los coeficientes reductores señalados por el demandado y determinar si los miembros 

de la policía local completaron o no la jornada de trabajo ordinaria que les correspondía 

y, por tanto, se encontraba o no justificada la retribución que se realizó en concepto de 

horas extraordinarias, que se reclaman en las demandas. 

62.- Pues bien, a estos efectos de determinar el posible alcance (art. 49 LFTCu), se 

debe delimitar el régimen jurídico de la jornada anual de los miembros de la policía 

municipal y partir de lo dispuesto en el artículo 3 del Texto refundido de la Ley del 

Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, 

de 30 de octubre (TREBEP), el cual establece que: 
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«El personal funcionario de las entidades locales se rige por la legislación estatal 

que resulte de aplicación, de la que forma parte este Estatuto y por la legislación 

de las comunidades autónomas, con respeto a la autonomía local.  

Los Cuerpos de Policía Local se rigen también por este Estatuto y por la 

legislación de las comunidades autónomas, excepto en lo establecido para ellos 

en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad».  

63.- A este respecto, se debe advertir que la ley autonómica de Coordinación de Policías 

Locales (Ley 13/2001, de 11 de diciembre) no contempla nada respecto de su jornada 

laboral.  

64.- En relación con la referida jornada laboral, el art. 94 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

Reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL) remite a la legislación aplicable a 

los funcionarios del Estado:  

«La jornada de trabajo de los funcionarios de la Administración local será en 

cómputo anual la misma que se fije para los funcionarios de la Administración 

Civil del Estado. Se les aplicarán las mismas normas sobre equivalencia y 

reducción de jornada». 

65.- Por tanto, de conformidad con esta norma, la jornada de trabajo de los funcionarios 

locales será, en cómputo anual, la misma que la de los funcionarios de la Administración 

Civil del Estado. 

66.- Para determinar cuál es la concreta jornada anual de los funcionarios de la 

Administración Civil del Estado debemos acudir a las leyes de presupuestos.  

67.- En un primer momento, se reguló por la disposición adicional septuagésima primera 

de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para 2012, 

fijando que no podía ser inferior a treinta y siete horas y media semanales de trabajo 

efectivo de promedio en cómputo anual. Esta disposición fue desarrollada por la 

Resolución de 28 de diciembre de 2012, de la Secretaría de Estado de Administraciones 

Públicas, por la que se dictan instrucciones sobre jornada y horarios de trabajo del 

personal al servicio de la Administración General del Estado y sus organismos públicos.  
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68.- Sin embargo, la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado 

para el año 2018 introdujo una regulación distinta. Su disposición adicional centésima 

cuadragésima cuarta estableció que:  

«A partir de la entrada en vigor de esta Ley, la jornada de trabajo general en el 

sector público se computará en cuantía anual y supondrá un promedio semanal 

de treinta y siete horas y media, sin perjuicio de las jornadas especiales 

existentes o que, en su caso, se establezcan [e incluyendo dentro del Sector 

Público a las entidades que integran la Administración Local].  

(…) No obstante lo anterior, cada Administración Pública podrá establecer en 

sus calendarios laborales, previa negociación colectiva, otras jornadas ordinarias 

de trabajo distintas de la establecida con carácter general, o un reparto anual de 

la jornada en atención a las particularidades de cada función, tarea y ámbito 

sectorial, atendiendo en especial al tipo de jornada o a las jornadas a turnos, 

nocturnas o especialmente penosas, siempre y cuando en el ejercicio 

presupuestario anterior se hubieran cumplido los objetivos de estabilidad 

presupuestaria, deuda pública y la regla de gasto. Lo anterior no podrá afectar al 

cumplimiento por cada Administración del objetivo de que la temporalidad en el 

empleo público no supere el 8 % de las plazas de naturaleza estructural en cada 

uno de sus ámbitos.  

De acuerdo con la normativa aplicable a las entidades locales, y en relación con 

lo previsto en este apartado, la regulación estatal de jornada y horario tendrá 

carácter supletorio en tanto que por dichas entidades se apruebe una regulación 

de su jornada y horario de trabajo, previo acuerdo de negociación colectiva.  

(…) Quedan sin efecto las previsiones en materia de jornada y horario contenidas 

en los Acuerdos, Pactos y Convenios vigentes o que puedan suscribirse que 

contravengan lo previsto en esta disposición».  

69.- Por ello, en la actualidad, el régimen jurídico de la jornada laboral de los empleados 

de la administración local ha cambiado, porque la Ley de Presupuestos Generales del 

Estado para el año 2018, en su disposición adicional centésima cuadragésima cuarta, 

establece que la jornada de trabajo general del sector público supondrá un promedio 

semanal de treinta y siete horas y media, pero, no obstante lo anterior, cada 
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administración pública podrá establecer en sus calendarios laborales, previa 

negociación colectiva, otras jornadas de trabajo distintas de la establecida con carácter 

general.  

70.- No obstante, para que se pueda efectuar la negociación deben cumplirse los 

siguientes requisitos:  

1.º Cumplir los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública y la regla 

de gasto.  

2.º Que no afecte a la temporalidad del 8%, esto es, que no se aumente el 

número de trabajadores temporales para cubrir las horas que se dejan de realizar, o por 

lo menos que no se amplíen a una cantidad que exceda de este 8%.  

Considerando lo anterior, nos podemos encontrar con dos situaciones distintas:  

1ª) Que no se haya establecido ninguna jornada especial y distinta por medio de 

negociación colectiva para los empleados públicos de las entidades locales, sino que se 

siga aplicando el artículo 94 de la LBRL. En este caso, será de aplicación la disposición 

de la Resolución de 28 de febrero de 2019, de la Secretaría de Estado de Función 

Pública.  

2ª) Que se haya pactado, por medio de negociación colectiva, y con respeto a lo 

dispuesto en el artículo 37.1 m) del EBEP, una jornada diferente o unas condiciones de 

horario diferentes.  

71.- En la actualidad, en el Ayuntamiento de Chipiona, no consta que se haya negociado 

una jornada diferente para los empleados públicos (tal y como consta en el informe de 

la secretaria general municipal de 19 de febrero de 2026 aportado como prueba 

documental a petición del demandado), por tanto, resulta de aplicación la Resolución de 

28 de febrero de 2019 de la Secretaría de Estado de Función Pública en la que se 

determina el cómputo anual de la jornada en 1.642 horas. 

72.- Así lo establece también el propio Reglamento Orgánico y Funcional de la Policía 

Local de Chipiona (aprobado inicialmente por acuerdo del pleno de 17 de octubre de 

2019, BOP Cádiz n.º 13 de enero de 2020, y posteriormente modificado por acuerdo del 

pleno de 17 de septiembre de 2020), que se refiere expresamente a la jornada laboral 

en su artículo 22: «Artículo 22. Jornada anual. De conformidad con lo establecido en el 
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artículo 94 de la LBRL, la jornada anual será la indicada anualmente en la Ley de 

Presupuestos Generales del Estado, sin perjuicio de las jornadas especiales existentes 

o que, en su caso, se establezcan, siempre y cuando en el ejercicio presupuestario 

anterior se hubieran cumplido los objetivos de estabilidad presupuestaria, deuda pública 

y la regla de gasto. El cuadrante anual será negociado con la representación Sindical, 

siendo prorrogado anualmente si no media denuncia entre las partes». 

73.- Si bien el anexo I del citado reglamento refiere la aplicación de coeficientes 

reductores para el cálculo de las horas de servicio, sin embargo, no consta que se hayan 

pactado por negociación colectiva ningún tipo de coeficientes ni ninguna otra condición 

especial que deba ser aplicada al cómputo de la jornada ordinaria de los policías locales. 

74.- Tampoco pueden considerarse de aplicación supletoria los coeficientes aplicables 

a la policía nacional pues, en contra de lo que sostiene el demandado, el Reglamento 

Orgánico de la policía local de Chipiona, no legitima dicha posibilidad en su disposición 

final primera, sino que ella únicamente realiza una remisión genérica a la aplicación 

supletoria de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de 13 de marzo de 

1986, a la Ley 13/2001 de 11 de diciembre de coordinación de policías locales de 

Andalucía, al resto de la normativa autonómica, a la normativa del régimen local y demás 

disposiciones que resulten de aplicación.  

75.- Como elemento previo necesario para la declaración de responsabilidad contable 

que se pretende -como cuestión íntimamente conectada al fondo de la resolución 

requerida, para resolver la existencia de un posible perjuicio a los caudales públicos y 

la responsabilidad contable del caso, conforme al art. 49 LFTCu-, a juicio de esta 

juzgadora, esta remisión genérica realizada en una disposición reglamentaria municipal 

no puede ser interpretada en sentido contrario a la disposición adicional centésima 

cuadragésima cuarta de la Ley 6/2018, de 3 de julio, que exige, para las entidades 

locales, que las condiciones relativas a la jornada y horario de trabajo se pacten previo 

acuerdo de negociación colectiva. El tercer párrafo de la disposición es claro al respecto 

al establecer que «De acuerdo con la normativa aplicable a las entidades locales, y en 

relación con lo previsto en este apartado, la regulación estatal de jornada y horario 

tendrá carácter supletorio en tanto que por dichas entidades se apruebe una regulación 

de su jornada y horario de trabajo, previo acuerdo de negociación colectiva».  
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76.- Esta conclusión que aquí se realiza meramente a efectos de pronunciarnos sobre 

el alcance -conforme al art. 49 LFTCu-, resulta, además, acorde a lo resuelto por la 

jurisdicción competente contencioso-administrativa, y así se han manifestado las 

sentencias de los juzgados contencioso-administrativos -mencionadas en el párrafo 

veintiuno- aportadas a estos autos por el ayuntamiento, en las cuales, en relación con 

el mismo municipio de Chipiona y respecto de su policía municipal, expresamente se 

excluye la aplicación de los coeficientes reductores de la policía nacional para el 

cómputo de la jornada de trabajo y se concluye, que el número total de horas a realizar 

para la policía local, en cómputo anual, será de 1.642. Así, entre otras de las aportadas 

en el mismo sentido, en la sentencia 85/2025 de 20 de abril de 2025 -firme-, en su FD 

5.º -con base, además, en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias de 

19 de enero de 2015, sobre esta misma materia-, resuelve: 

«4.º… En función de ello no cabe hablar de que los servicios prestados en días 

festivos o domingos sean extraordinarios, sino que son los ordinarios de todos 

los Cuerpos Policiales, y ello no es que suponga negar un derecho al descanso 

semanal del funcionario respectivo pues, producido el servicio, habrá de 

disfrutarse el descanso en otros días. Es por ello que la prestación del servicio 

en festivos no puede considerarse como "servicios extraordinarios" realizados 

fuera de la jornada normal, para así justificar las gratificaciones; obviamente sin 

perjuicio de que puedan tener derecho a éstas, no porque los servicios se 

presten en domingos o festivos, sino porque la jornada exceda de la legalmente 

establecida, salvo que esta prolongación de jornada haya sido contemplada y 

retribuida al fijar el importe del Complemento Específico. 

En ese sentido se pronunció el TSJ Canarias, en su Sentencia de 19 de 

enero de 2015, en sus Fundamentos Jurídicos 5°,6° y 7° concluyendo que: "5 La 

Policía Local no trabaja con un horario superior al resto de los funcionarios 

municipales sino con un horario distinto, por turnos, al que es inherente el trabajo 

en días festivos, a diferencia de otros empleados que tienen otra clase de trabajo 

que no se desarrolla en domingo o festivo. Esto no supone una mayor carga de 

trabajo ni una discriminación comparándolo con otros trabajos que también se 

desarrollan en sábados, domingos y festivos, sin distinción entre días hábiles e 

inhábiles, puesto que para la Policía Local todos los días son laborables. 

Tampoco es una cuestión de horas extraordinarias. Son condiciones de trabajo 

específicas y distintas que pueden ser materia de negociación colectiva. 
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Asimismo es de interés para el caso la del Tribunal Superior de Justicia de 

Burgos de mayo de 2010 confirmada por el Tribunal Supremo el 30 de enero de 

2012 (recurso de casación 4231/10)”. 

5º No cabe la aplicación automática de los índices correctores de la Policía 

Nacional a la Policía Local, por ser esta materia objeto de negociación colectiva 

y, por tanto, para poder establecer y aplicar índices deberían quedar reflejados 

en un Pacto-Acuerdo municipal, alcanzado en la Mesa negociadora 

correspondiente. Es decir, que si dichos coeficientes correctores se suscriben en 

un Pacto-Acuerdo municipal, alcanzado en la Mesa General de Negociación de 

la Administración Local correspondiente, serían totalmente legales y se 

encontrarían amparados jurídicamente. 

No es el caso, con el Acuerdo de Pleno de fecha 17 de octubre de 2019, 

se aprobó inicialmente el Reglamento de Funcionamiento Interno de la Policía 

Local, previa negociación en la Mesa General de Negociación y publicado en el 

BOP de Cádiz de 11 de marzo de 2020. No ha habido negociación colectiva para 

establecer una jornada inferior a la estatal. En el acta de la Mesa Negociadora 

de fecha 8 de octubre de 2019 tampoco consta la aprobación de coeficientes 

correctores en la jornada laboral de la policía local. 

El factor a tener en cuenta es la Resolución de la Delegada del Gobierno 

de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la que se requirió al Ayuntamiento de 

Chipiona para que anule o rectifique en los términos expuestos el Reglamento 

Orgánico y Funcional de la Policía, entre ellos punto 2º, art. 22. jornada. En el 

BOP de Cádiz n° 189 de 1 de octubre de 2020 se publica el acuerdo de Pleno 

que modifica el Reglamento Orgánico y Funcional de la Policía Local de 

Chipiona, quedando regulada la jornada de la siguiente forma: "De conformidad 

con lo establecido en el art. 94 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 

Bases del Régimen Local", la jornada anual será la indicada anualmente en la 

Ley de Presupuestos Generales del Estado, sin perjuicio de las jornadas 

especiales existentes o que, en su caso, se establezcan, siempre y cuando, en 

el ejercicio presupuestario anterior se hubieran cumplido los objetivos de 

estabilidad presupuestaria, deuda pública y la regla del gasto. El cuadrante anual 

será negociado con la representación sindical, siendo prorrogado anualmente si 

no media denuncia entre las partes. 
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No hay Pacto/Acuerdo municipal, alcanzado en la Mesa General de 

Negociación de la Administración Local demandada sobre la aplicación de los 

coeficientes correctores de la jornada laboral ni el porcentaje ni circunstancias. 

No cabe la aplicación automática de los índices correctores de la Policía Nacional 

a la Policía Local, en el momento en el que no se ha modificado que la jornada 

de trabajo de los miembros de la Policía Local será, en cómputo anual, como la 

del resto de los funcionarios del respectivo Ayuntamiento. 

No ha de olvidarse que la competencia municipal se ha configurado en la 

CЕ y, según doctrina del TC, como una garantía institucional y que debe ser 

respetada y amparada frente a intromisiones de otras administraciones 

superiores. 

Esta consideración, lleva a concluir que no estamos ante una desigualdad 

de trato fundada en una circunstancia irrelevante o intrascendente (la mera 

titularidad de un centro o la mera potestad de autoorganización) sino derivada 

del ejercicio de una competencia propia configurada como garantía institucional, 

que debe ser aceptada mientras se ejerza dentro de los márgenes de la norma 

que determina tal competencia y sin que pueda ser interferida por las decisiones 

de otras administraciones salvo en los casos establecidos en la ley». 

77.- Por todo ello, debe considerarse que, al no ser de aplicación los coeficientes 

reductores pretendidos por el demandado, los miembros de la policía local objeto de 

controversia en los actuales procedimientos no cumplieron la jornada anual ordinaria de 

1.642 horas y por ello, la realización de las horas consideradas en los informes del 

subinspector jefe de la policía local como extraordinarias y realizadas fuera de jornada, 

son en realidad horas que les correspondía realizar según su jornada ordinaria y que, 

por lo tanto, no debieron ser retribuidas de manera específica más allá del salario con 

que se retribuía a cada uno de ellos de manera ordinaria. 

78.- Se debe concluir, por tanto, que se ha producido una vulneración de la normativa 

aplicable y, en consecuencia, un menoscabo en los fondos públicos municipales en un 

importe de 127.338,16 en el caso de horas extraordinarias abonadas en el ejercicio 2021 

y de 127.273,01 por horas extraordinarias del ejercicio 2022. 

79.- Dicha vulneración legal es susceptible de generar un alcance en los términos de los 

artículos 49 y 72 de la LFTCu pues da lugar a pagos que no se encuentran justificados 

por carecer de cobertura normativa que los ampare. La Sala de Justicia de este Tribunal 
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mantiene que la percepción de retribuciones con cargo a fondos públicos en cantidad 

superior a la legalmente prevista genera un perjuicio en aquellos susceptible de generar 

responsabilidad contable por alcance. En este sentido afirma que «habiéndose 

producido un pago de retribuciones en cuantía superior a la establecida en la Ley, está 

clara la existencia de un pago indebido por el exceso al que se tenía derecho a percibir, 

constituyendo un alcance a los fondos públicos por resultar un “saldo deudor 

injustificado” en los términos establecidos en el artículo 72 de la  Ley 7/88, de 5 de abril, 

de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, generador de un perjuicio a las arcas 

municipales» (Sentencia de la Sala de Justicia  5/2018, de 4 de junio -FJ Tercero-). 

80.- A pesar de que el demandado sostuvo en su contestación a la demanda que el 

cálculo de las horas, a efectos de determinar el cómputo anual, se había realizado sin 

tener en cuenta las bajas por enfermedad o los diferentes permisos, no puede sin 

embargo acogerse esta alegación pues de la lectura de las actas de liquidación 

provisional de las actuaciones previas 1041/22 y 119/23 se desprende que el cálculo de 

la jornada que los policías debían cumplir se hizo descontando, precisamente, las horas 

correspondientes a estas situaciones acreditadas de los trabajadores, como asimismo 

lo corrobora el informe de 19 de febrero de 2026, de la secretaría general municipal, 

previo informe del departamento de informática del Ayuntamiento de Chipiona de 16 de 

febrero de 2026 (aportados a los autos en fase prueba). 

B) Análisis del pago de complementos retributivos 

81.- Se analiza seguidamente el pago, con cargo a fondos municipales, de un importe 

de 31.205 euros a policías municipales en las nóminas de enero de 2023 en concepto 

de complementos retributivos abonados en virtud del decreto de alcaldía de 12 de mayo 

de 2022. 

82.- El referido decreto de alcaldía autorizaba el cobro de las siguientes cantidades: 

«PRIMERO.-Contemplar una sola gratificación de 1.300 euros, pagadera al 

finalizar el ejercicio para aquellos componentes policiales que libremente 

decidan no disfrutar de sus vacaciones anuales o licencias retribuidas en periodo 

estival (15 de junio al 15 de septiembre), originándose este derecho a esta 

disponibilidad especial por este desempeño en los meses de máxima afluencia 

y necesidad de personal durante el periodo estival debido a la necesidad 
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imperiosa de seguridad sean necesarios todos los agentes que componen la 

plantilla de la policía local.  

SEGUNDO.-Igualmente se establece la cantidad de 105 euros para aquellos 

componentes policiales que presten su disponibilidad para la realización de los 

servicios extraordinarios derivados de tres tipologías (eventos, cobertura de 

servicio mínimo e imprevistos) en aras de disponer de una localización 

permanente y asistencia urgente en los casos previstos, y así poder dar 

cobertura a los servicios frente a la carencia de personal y prestar los servicios 

policiales en término garantista de seguridad y orden público y ante cualquier 

evento que sean necesarios para asegurar la seguridad, dada la precariedad en 

la que se encuentra la plantilla municipal.  

TERCERO.-Contemplar igualmente la cantidad de 400 euros de gratificación 

para el subinspector de la Policía que de conformidad con el decreto firmado por 

la Alcaldía Presidencia al ostentar la Jefatura de la Policía, hasta tanto sea 

creada esta plaza en la Relación y valoración de puestos con sus retribuciones 

correspondientes». 

83.- Tanto el representante procesal del ayuntamiento como el Ministerio Fiscal 

consideran que el pago de estos complementos carece de respaldo legal y, por ello, no 

se halla justificado. El demandado, sin embargo, considera de las cantidades abonadas 

responden al concepto de gratificaciones a que se refiere el artículo 6 del Decreto 

861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el régimen de las retribuciones de los 

funcionarios de la Administración Civil y que, con ellas, se pretende compensar el 

desempeño de funciones no previstas para el concreto puesto de trabajo. Afirma, 

además, que se pretende retribuir la disponibilidad a la realización del servicio. 

84.- Pues bien, a efectos de analizar esta cuestión como elemento previo necesario para 

la declaración de responsabilidad contable que se pretende conforme al art. 49 LFTCu, 

debemos tener en cuenta lo dispuesto en el propio artículo 6 del Decreto 861/1986, de 

25 de abril, citado por el demandado. El referido artículo establece que: 

«1. Corresponde al Pleno de la Corporación determinar en el presupuesto la 

cantidad global destinada a la asignación de gratificaciones a los funcionarios 
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dentro de los límites máximos señalados en el artículo 7.2, c), de este Real 

Decreto. 

2. Corresponde al Alcalde o Presidente de la Corporación la asignación 

individual, con sujeción a los criterios que, en su caso, haya establecido el Pleno, 

sin perjuicio de las delegaciones que pueda conferir conforme a lo establecido 

en la Ley 7/1985, de 2 de abril. 

3. Las gratificaciones, que en ningún caso podrán ser fijas en su cuantía ni 

periódicas en su devengo, habrán de responder a servicios extraordinarios 

realizados fuera de la jornada normal de trabajo». 

85.- Se desprende pues, del citado precepto, que la asignación de las referidas 

gratificaciones, si bien corresponde al alcalde o presidente de la corporación, deberá 

realizarse con sujeción a los criterios que haya establecido previamente el pleno. A estos 

efectos, el propio pleno del Ayuntamiento de Chipiona, con fecha 16 de enero de 2020, 

aprobó el Reglamento de servicios extraordinarios de la policía local del Ayuntamiento 

de Chipiona, cuyo artículo 1, relativo al objeto del reglamento, dispone que:  

«La finalidad de este documento es determinar los criterios por los que se debe 

retribuir el especial rendimiento y la actividad extraordinaria por asumir jefaturas 

de servicio y la prestación de servicios fuera de la jornada habitual de los 

funcionarios de la policía local de Chipiona mediante las gratificaciones que 

correspondan». 

86.- Seguidamente, en su artículo 4 se refiere a los «criterios para la aplicación de 

gratificaciones por servicios extraordinarios» y, a continuación, enumera, con carácter 

tasado, los supuestos de servicios especiales en los que procede la asignación de la 

citada gratificación, así como su importe, siempre y cuando se hubiera acreditado la 

efectiva realización del servicio. Dichos supuestos, conforme al citado artículo 4 del 

Reglamento son: 

- Asistencia a actos judiciales:  

- Gratificación por servicios especiales en determinados eventos del municipio de 

Chipiona (Navidades, Carnaval, Semana Santa, Gran Premio de Motociclismo, 

Romería del Pinar, Virgen del Carmen, Virgen de Regla y operación llegada y 

salida de la localidad en los meses de julio y agosto de viernes a domingo).  

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1985-5392


 
 

41 

- «Verano playas» (para prestar servicio especial en playas en temporada estival) 

- Gratificación por cobertura de servicios mínimos 

87.- Se aprecia, como cuestión íntimamente conectada al fondo de la resolución 

requerida, y meramente para resolver la existencia de un posible perjuicio a los caudales 

públicos y la responsabilidad contable del caso, conforme al art. 49 LFTCu, que el citado 

reglamento no ampara legalmente el abono de los complementos aquí debatidos. Este 

reglamento contempla la asignación de gratificaciones -por importes concretos- en los 

supuestos de prestación efectiva de los servicios extraordinarios que se enumeran en 

el texto. Sin embargo, el decreto de 12 de mayo de 2022 refiere el abono de ciertas 

cantidades en supuestos y por importes distintos, a saber, la disponibilidad de ciertos 

agentes para el desempeño del puesto en periodo estival y para la realización de los 

servicios extraordinarios en casos de «eventos, cobertura de servicio mínimo e 

imprevistos», así como la gratificación al subinspector de policía por ostentar la jefatura 

de la policía hasta que fuera creada la plaza.   

88.- Además, en el caso de los dos primeros supuestos del decreto -gratificación de una 

única cantidad de 1.300 euros pagadera al final del ejercicio por disponibilidad en 

periodo estival y 105 euros para aquellos que presten disponibilidad para realizar 

servicios especiales derivados de eventos, coberturas de servicios mínimos e 

imprevistos-, se vulnera el apartado tercero del citado artículo 6 del Decreto 861/1986, 

de 25 de abril, pues no se gratifican los servicios efectivamente realizados, sino que 

únicamente se remunera una supuesta disponibilidad o predisposición a realizarlos.  

89.- En cualquier caso, se debe referir, que, en este mismo sentido, se han pronunciado 

las sentencias de la jurisdicción contencioso-administrativa competente en la materia, 

aportadas por el Ayuntamiento (y aludidas en el pfo. 21 de esta resolución). Así, como 

ejemplo, respecto del complemento de 400 euros establecido en el Decreto de 12 de 

mayo de 2022, en la sentencia 216/25, de 14 de noviembre de 2025, del Juzgado de lo 

Contencioso-Administrativo nº 2 de Cádiz, resuelve que no tiene base legal alguna, FD 

4.º: 

«Se trata de un complemento ex novo creado por la administración demandada 

para gratificar al Jefe de la Policía Local, solo por ostentar este cargo sin respetar 

la normativa sobre retribuciones del referido y sin justificar la gratificación. 

Efectivamente la parte recurrente habla de disponibilidad pero en ningún 
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momento en dicho apartado c) vincula la citada gratificación a dicha 

disponibilidad. Se considera pues que es un complemento que no cumple con 

las premisas de la legalidad vigente y que no se puede aplicar al presente caso 

para estimar el recurso del recurrente. 

Efectivamente no se puede abonar al recurrente un complemento que no 

responde a la legalidad de la regulación de las retribuciones vigente y creado de 

manera irregular y sin justificación por la administración local». 

90.- Por todo ello, por ser contrarios a la normativa aplicable y no haberse acreditado 

que se tratara de retribuciones a servicios efectivamente prestados, el abono de las 

mencionadas cantidades constituye una salida injustificada de fondos públicos 

municipales generadora de alcance en los términos de los artículos 49 y 72 de la LFTCu 

y de la doctrina de la Sala ya mencionada (párrafo 79 de esta resolución). 

OCTAVO.- Cuantía del alcance 

91.- Debe concluirse, por tanto, que se ha producido un alcance en los fondos públicos 

del Ayuntamiento de Chipiona en un importe de 285.816,17 euros en concepto de 

principal, de los que 127.338,16 euros corresponden al abono de horas extraordinarias 

en el ejercicio 2021, 127.273,01 euros corresponden al abono de horas extraordinarias 

en el ejercicio 2022 y 31.205 euros corresponden al abono de complementos retributivos 

en la nómina de enero de 2023, en todos los casos, al personal de la policía local del 

municipio.  

NOVENO.- Pronunciamiento en relación con la responsabilidad contable derivada 

del alcance 

92.- Una vez determinada la existencia de un alcance en los fondos públicos del 

Ayuntamiento de Chipiona por importe de 285.816,17 euros, procede dirimir si el 

demandado, don A., ha incurrido en responsabilidad contable derivada del mismo.  

93.- Para analizar la responsabilidad contable debemos partir de lo dispuesto en el art. 

38.1 de la LOTCu y 49.1 de la LFTCu, así como la doctrina de la Sala de Justicia que 

exige, en esencia, que el alcance se haya ocasionado por la actuación dolosa o 

gravemente negligente de quien tiene a su cargo el manejo, custodia o administración 

de fondos públicos, previo juicio de previsibilidad y evitabilidad en atención a la esfera 
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del caso, como descuido inexcusable en atención a las responsabilidades 

encomendadas (sentencia 5/2024, de 30 de abril, con base en la doctrina reiterada de 

la Sala de Justicia), debiendo existir un nexo de causalidad entre su conducta y el daño 

causado (sentencias de la Sala de Justicia 2/2019, 3/2022, 4/2022). Así la sentencia 

5/2024, de 30 de abril, con base en la doctrina reiterada de la Sala de Justicia, FD 2.º 

resuelve al respecto que: 

«12.- La gravedad de la culpa para apreciar la responsabilidad contable, de 

acuerdo con la jurisprudencia y doctrina expuestas, excluye la mera negligencia 

calificable como leve, es decir, la de alguien extremadamente cauto e 

inusualmente previsor que adopta actuaciones que se han mostrado eficientes a 

la postre para evitar el daño, y nos sitúa así en el contexto del descuido 

inexcusable, en los términos de la Sentencias de la Sala de Justicia 19/1998, de 

16 de diciembre, FD tercero: «La negligencia grave nos sitúa en el contexto del 

descuido inexcusable en personas que por razón de su formación, 

conocimientos, experiencia, responsabilidades encomendadas, o listado de 

deberes, deberían haber observado una serie de precauciones en su actuación, 

de asequible adopción, que en su caso habrían enervado el daño producido en 

las personas o en las cosas. El incumplimiento de los deberes profesionales o el 

descuido en el desempeño del trabajo para el que se es capaz se sitúa 

claramente en la esfera de la culpa grave». Se diferencia así, para apreciar este 

requisito de la responsabilidad contable, entre la culpa grave y la leve, que se 

calificará, de acuerdo con el art. 1104 del Código Civil, en función de la 

naturaleza de la obligación y que corresponda a las circunstancias de las 

personas, del tiempo y del lugar, y concretado en los términos siguientes en el 

fundamento de derecho decimocuarto de la citada Sentencia de la Sala de 

Justicia 6/2015 de 11 de noviembre, de acuerdo con la jurisprudencia del 

Tribunal Supremo:  

«La culpa o negligencia grave consiste, conforme se desprende de lo dispuesto 

en el artículo 1104 del Código Civil “en la omisión de aquella diligencia que exija 

la naturaleza de la obligación y corresponda a las circunstancias de las personas, 

del tiempo y del lugar”. Además, según reiterada jurisprudencia del Tribunal 

Supremo, debe atenderse no sólo a las circunstancias personales de tiempo y 

de lugar del agente, sino también el sector del tráfico o entorno físico y social 

donde se proyecta la conducta, para determinar cuál sea el agente al que haya 

de exigirse el cuidado, atención y perseverancia apropiados y la reflexión 
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necesaria para evitar los perjuicios, en cuanto, existe conducta culposa en virtud 

de un resultado socialmente dañoso que impone la desaprobación de la acción 

o de la conducta, por ser contraria a los valores jurídicos exteriorizados; es decir, 

es una conducta socialmente reprobada.  

En el ámbito contable hay que partir, por tanto, de que la diligencia exigible al 

gestor de fondos públicos es, al menos, la que correspondería a un buen padre 

de familia a la que se refiere el artículo 1104 del Código Civil en su segundo 

apartado, si bien debe tenerse en cuenta que la obligación de rendición de 

cuentas y la justificación de los pagos, que incumbe a todo gestor de fondos 

públicos, deriva de una relación jurídica de gestión de fondos ajenos, cuya 

titularidad corresponde a una Administración Pública, por lo que debe exigirse 

una especial diligencia en el cumplimiento de las obligaciones de custodia, 

justificación y rendición de cuentas, en cuanto su incumplimiento da lugar a una 

conducta, generadora de daños y perjuicios, que puede considerarse 

socialmente reprobable.  

Aunque no existe precepto legal alguno que establezca la forma de graduar la 

negligencia ni las pautas para precisar cuándo debe considerarse grave, es lo 

cierto que estas valoraciones deben ser aportadas para cada controversia 

jurídica. Así, la negligencia o culpa leve es predicable de quien omite las cautelas 

que, no siéndole exigibles, adoptaría una persona muy reflexiva o 

extremadamente cauta, mientras que la grave es predicable de quien omite las 

exigibles a una persona normalmente prudente. La previsibilidad es elemento 

esencial a la hora de valorar la posible conducta culposa, de forma que una 

conducta que causa un daño no puede calificarse de culposa si el daño no era 

previsible en la esfera normal de los acontecimientos. Ahora bien, la exigencia 

de prever hay que considerarla, en todo caso, en la actividad del hombre medio, 

pero siempre, tal como ha quedado expuesto, en relación con las circunstancias 

personales, de tiempo y de lugar y el entorno físico y social en que se 

desenvuelve.  

Esta Sala de Justicia ha venido exigiendo, para que exista negligencia grave, 

que el demandado no haya desplegado en su actuación la debida diligencia, 

entendiendo que ésta obliga a adoptar las medidas correspondientes para evitar 

el resultado dañoso, previo un juicio de previsibilidad del mismo, de forma que 

es negligente quien no prevé debiendo hacerlo, lo que le lleva a no evitar, o 
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previendo no ha tomado las medidas necesarias y ordenadas para evitar el 

evento». 

13.- Procede, en consecuencia, y siguiendo la doctrina expuesta, que esta Sala 

de Justicia analice si en el caso se omitió ese juicio de previsibilidad requerido, 

es decir, si el demandado no previó debiendo hacerlo o previendo no ha tomado 

las medidas necesarias y adecuadas para evitar el evento, todo ello en el 

contexto del descuido inexcusable en atención a las responsabilidades 

encomendadas, a la denominada esfera técnica del caso. En otros términos, 

debemos analizar si el demandado debería haber observado una serie de 

precauciones en su actuación de asequible adopción que hubieran enervado el 

daño producido, atendiendo a las concretas obligaciones asignadas…» 

94.- En relación con lo anterior, el artículo 15 de la LOTCu determina que el 

enjuiciamiento contable, como jurisdicción propia del Tribunal de Cuentas, se ejerce 

respecto de las cuentas que deban rendir quienes recauden, intervengan, administren, 

custodien, manejen o utilicen bienes, caudales o efectos públicos.  

95.- Para comprobar el juicio de previsibilidad y evitabilidad requerido, se debe apreciar 

que el demandado ejercía el cargo de alcalde-presidente de la corporación en el 

momento en que se produjeron los hechos. En lo que respecta al mismo, de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo 186 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, le 

compete «la función de ordenación de pagos». El artículo 124, en su apartado cuarto, 

letra n) de la LBRL determina que corresponde al alcalde «la autorización y disposición 

de gastos en materia de su competencia». De la documentación obrante en el 

expediente, consta que el demandado, como alcalde de la corporación, ordenó el pago 

de las cantidades debatidas mediante decretos por medio de los cuales solventó los 

reparos opuestos por la interventora municipal, por lo que no resulta cuestionado, en 

modo alguno, que ostentaba la competencia para gestionar los fondos menoscabados. 

96.- En el presente caso y siguiendo la doctrina referida de la Sala de Justicia, esta 

juzgadora aprecia que el demandado debería haber observado una serie de 

precauciones en su actuación de asequible adopción que hubieran enervado el daño 

producido, atendiendo a las concretas obligaciones asignadas. Así, la actuación del 

alcalde -tanto en relación con el pago de horas extraordinarias como en relación con el 

abono de complementos retributivos- se considera gravemente negligente pues ordenó 

los pagos aun a pesar de que habían sido reparados por la interventora municipal e 
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informados desfavorablemente por la asesora de personal, que advirtieron 

expresamente de su ilegalidad. Los referidos informes eran inequívocos al respecto y, 

sin embargo, el demandado, haciendo caso omiso de sus consideraciones, levantó por 

decreto los referidos reparos de intervención y autorizó los abonos aquí debatidos. Se 

produce la circunstancia, además, de que el Reglamento de servicios extraordinarios de 

la policía local de 16 de enero de 2020 en el que se definen los criterios en virtud de los 

cuales el alcalde podía asignar gratificaciones a los miembros de la policía municipal -y 

que fue vulnerado con el pago de las cantidades aquí cuestionadas en los términos ya 

expresados-, fue aprobado por el Pleno siendo el demandado, en ese momento, alcalde-

presidente de la corporación, lo cual contribuye a agravar su negligencia pues permite 

deducir que este era o debía ser conocedor del marco legal en el que se encuadraban 

los pagos autorizados. 

97.- En relación con la negligencia, la Sala ha determinado que (sentencia 8/2022 de 22 

de septiembre) «a los gestores de fondos públicos se les exige un “plus” de diligencia, 

en el manejo y control de los fondos públicos, lo que tradicionalmente se conoce en la 

jurisprudencia como “agotamiento de la diligencia debida”. Como viene a reiterar esta 

Sala, en las Sentencias 16/2004, de 29 de julio, y 9/2003, de 23 de julio, este plus de 

diligencia que se exige al gestor de los fondos conlleva que en su actuación extreme las 

precauciones, refuerce la diligencia aplicable a la gestión concreta de que se trate, 

comunique a los órganos competentes las eventuales deficiencias organizativas 

detectadas y, en definitiva, despliegue las medidas que sean oportunas para paliar los 

daños derivados de la deficiente organización».  

98.- En el presente caso, por lo tanto, se advierte que la actuación del alcalde, en 

atención al requerido juicio de previsibilidad y evitabilidad, por haber estado desprovista 

su actuación de la especial diligencia que le resulta exigible, debe considerarse 

gravemente culposa a los efectos de considerarse generadora de responsabilidad 

contable. Esta conclusión se obtiene pues en cada uno de los reparos de intervención 

referidos en los hechos probados cuarto y séptimo -emitidos sobre la base de los 

informes de la asesora jurídica de personal-, se advierte expresamente al alcalde de la 

ilegalidad de los abonos y de la posibilidad de incurrir en un delito de malversación de 

caudales públicos y sin embargo, estos avisos son desatendidos por el demandado, 

que, actuando en contra del criterio de los técnicos municipales encargados de evaluar 

la legalidad de los referidos pagos, autoriza la realización de los mismos mediante los 
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correspondientes decretos de levantamiento de los reparos, produciéndose, de esta 

manera, la salida injustificada de los fondos públicos locales. En efecto, en cada uno de 

los reparos de intervención se indica que:   

«En el caso de abonar las gratificaciones tal y como se reflejan en el informe de 

la asesoría jurídica, se podría estar cometiendo un delito de malversación de 

caudales públicos, ya que estos trabajadores no deben percibir dichas 

retribuciones, ya que se ha comprobado que no realizan el cumplimiento de su 

jornada laboral. 

Esto se advirtió por la intervención municipal con respecto a las horas de los 

meses anteriores, y no se ha subsanado». 

99.- Existe además un nexo de causalidad entre su actuación y el daño causado pues 

autorizó por medio de los decretos ya referidos el pago de las cantidades debatidas. 

100.- Debe concluirse, por tanto, que tanto en el caso del abono horas extraordinarias 

como en el del abono de complementos retributivos, concurren los elementos que la 

legislación exige para que pueda atribuirse responsabilidad contable al demandado. 

DÉCIMO.- Estimación de las demandas, intereses y costas  

101- De acuerdo con lo expuesto y razonado, deben estimarse las pretensiones 

sostenidas por el Ayuntamiento de Chipiona y por el Ministerio Fiscal y, conforme a ello, 

declarar que el demandado, don A., es responsable contable directo de un alcance 

producido en los fondos públicos del Ayuntamiento de Chipiona por importe de 

285.816,17 euros.  

102.- Por lo que respecta a los intereses exigibles desde que se produjo el daño hasta 

la fecha de la presente resolución, se calcularán con arreglo a los tipos legalmente 

establecidos y vigentes de acuerdo con lo previsto en el artículo 71.4, e), en relación 

con el artículo 59.1, ambos de la LFTCu. En cuanto a los intereses devengados desde 

la fecha de esta sentencia hasta su completa ejecución, se calcularán de acuerdo con 

lo prevenido en el artículo 576 de la LEC. El cálculo de los intereses se practicará en 

fase de ejecución de sentencia, de acuerdo con la posibilidad legal contemplada en el 

artículo 71.4, a) de la LFTCu y en los artículos 219 de la LEC y 71.1, d) de la LJCA, 

supletoriamente aplicables de acuerdo con el artículo 73.2 de la citada LFTCu y con la 
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Disposición Final Segunda de la LOTCu. Esta posibilidad legal de diferir la fijación de 

los intereses a la fase de ejecución cuenta, además, con respaldo jurisprudencial 

uniforme (sentencias de la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas 1/2012 y 5/2012). 

103.- En cuanto a las costas, de acuerdo con el artículo 394.1 de la LEC, en relación 

con el artículo 71, apartado cuarto letra g), de la LFTCu, procede su imposición a la 

parte demandada al haberse estimado íntegramente las demandas, sin que se aprecie 

ninguna circunstancia particular que conduzca a aplicar, en el presente caso, otro criterio 

que no sea el del vencimiento. 

En su virtud, vista la legislación vigente, procede dictar el siguiente 

FALLO 

Estimo las demandas interpuestas por el Ayuntamiento de Chipiona y por el Ministerio 

Fiscal contra don A. y formulo, en su virtud, los pronunciamientos siguientes:  

a) Se cifra el alcance en 285.816,17 euros en concepto de principal. 

b) Se declara responsable contable directo de dicho alcance a don A. 

c) Se condena a don A. como responsable contable directo del alcance, a reintegrar 

el principal, así como al abono de los intereses devengados desde que se 

produjeron los hechos hasta la completa ejecución de la presente sentencia.  

d) El importe del alcance debe contraerse en la cuenta que corresponda.  

e) Con expresa condena en costas.  

Contra la presente resolución las partes pueden interponer recurso de apelación ante la 

Consejera de Cuentas, en el plazo de quince días, conforme a lo establecido en el 

artículo 85 de la LJCA, en relación con el artículo 80 de la LFTCu.  

 Así, lo pronuncio, mando y firmo. 

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia por la Sra. Consejera que 

la suscribe. 
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La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que 

ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter 

personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a 

los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela o la garantía del 

anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni 

comunicados con fines contrarios a las leyes. 
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